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Escrito del Sr. Martínez interponiendo el recurso de casación» 
en contra de la sentencia de segunda instancia. 

Señores Ministros de la segunda Sala. Interpone casa- 
ción. José María Martínez por sí y en representación de 
su hermano D. Pedro, en los autos que se han seguido por 
D. Juan N. Flores, hoy por su testamentaría, sobre resci- 
sión de contrato, supuesto su estado, ante üdes. como sea 
más conforme á derecho, comparezco y digo: que el Sr. 
Flores celebró con Martínez Hermanos un contrato de so^ 
ciedad agrícola, para él cultivo y explota/dón de las hacien- 
das de Avilez y anexas, situadas en el Partido de Mapimi, 
de este Estado, habiéndose elevado el contrato á escritura 
pública, ante el Notario D. Jesús Cincúneguí, el día ocho 
de Mayo de mil ochocientos sesenta y seis. 

Dos años y meses después, en Octubre de mil ochocien^ 
tos sesenta y ocho, el Sr. Flores ocurrió á la justicia y pidió 
la rescisión del contrato, alegando : 1^, que á los ocho días, 
después de la formal y pública celebración de la sociedad, 
estando reintegra, el Sr. Flores retiró su palabra, al tanto 
que los Martínez insistieron en ocupar las haciendas y de 
hecho se posesionaron de ellas; 2^, que los Martínez Herma^ 
nos, simples detentadores de las haciendas de Avilez y 
anexas, no cumplían con las obligaciones del contrato, daña- 
do así causa pai*a la rescisión. 
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Contestando la demanda Martínez Hermanos, negamos 
los fundamentos de hecho en que se apoyaba; combatimos 
la aplicación absurda é ilegal que se hacía de las leyes, y 
presentamos contrademanda, ó reconvención, por perjui- 
cios, que el Sr. Flores nos había ocasionado, montando és- 
tos á la cantidad de ciento cuarenta y ntiem mil setecientos 
cuarenta y un pesos ochenta y nueve centavos, en cuya suma 
se comprendían, así las cantidades exigidas á Martínez 
Hermanos, con cargo á Flores, por diversos Jefes federa- 
les, como las existencias que por orden de la autoridad, y 
con motivo de la imposición á Flores, se extrajeron de las 
haciendas que yo y mi hermano poseíamos en virtud de 
nuestro contrato. 

La sentencia de primera instancia resolvió el asunto de 
absoluta conformidad con lo alegado y probado por los de- 
mandados; pero no así la sentencia de segunda instancia. 
En este fallo se da cumplida satisfacción á las pretensiones 
de la demanda; se declara la rescisión;* se absuelve al Sr. 
Flores de la contrademanda de los Martínez, y se condena 
á éstos á rendición de cuentas por todo el tiempo que es- 
tuvieron en posesión de las haciendas de Avilez y anexas. 

Pronunciado este fallo, no es ya del caso, al menos para 
los fines del recurso que por medio de este escrito voy á 
formular, no es del caso, dedu, entrar á debatir sobre lo acer^ 
todo del mismo fallo, relativamente á los hechos que en pro 
del a^tor y en daño de Martínez Hermanos, ha dejado esta- 
blecidos; pero en cuanto á la aplicación de las leyes, ya sea 
refiriéndolas á casos que la demanda no comprende ni ha 
podido comprender, ya sea tergiversando directa y clara- 
mente su sentido, la cuestión es de actualidad, y de ella voy 
á ocuparme someramente, á reserva de ampliar en tiempo 
mis alegaciones, para establecer y fundar en ellas el recur- 
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so de casación que me propongo interponer contra el fallo 
de segunda instancia. 

En Mayo de mil ochocientos sesenta y seis, Martínez Her- 
manos ocupamos las haciendas del Sr. Flores. En Octubre 
del mismo año fueron confiscadas las haciendas por parte 
del Gobierno Constitucional de la República. En Febrero 
de mil ochocientos sesenta y siete el Sr. Flores arregló su 
confiscación y logró apoderarse de las haciendas con ex- 
clusión de Martínez Hermanos. Poco después Martínez Her- 
manos volvimos á las haciendas con motivo de una orden 
del Gobernador y Comandante Militar del Estado. En Oc- 
tubre de mil ochocientos sesenta y ocho, el Sr. Flores de- 
manda la rescisión del contrato, estando mi hermano y yo 
en posesión de las haciendas. En Febrero de mil ochocien- 
tos setenta la justicia federal amparó á Flores contra la or- 
den del Gobernador y Comandante Militar del Estado, de 
cuya determinación resultó que los Martínez salieron de las 
haciendas, habiéndolas ocupado el Sr. Flores. Estos hechos 
los reconoce el actor, los exceptamos Martínez Hermanos, y 
los establece con toda claridad y precisión el fallo de se- 
gunda instancia. 

Por la escritura que consigna el contrato Martínez-Flo- 
res, se viene en conocimiento de este otro hecho sustancial, 
y por lo mismo importante: Flores entraba con sus terre- 
nos; y los Martínez aprestaban su capital, para constituir 
la sociedad que ha sido materia del contrato. Ni Flores po- 
día disponer del capital de Martínez Hermanos, ni éstos po- 
dían tocar el de Flores, consistente en sus terrenos; tal fué 
la ley del contrato. 

Por otra parte tenemos que el Sr. Flores interpone su 
demanda con fundamento de su desistimiento del contrato, 
cuando era tiempo de expresarlo y ponerlo en la concien- 
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cia de Martínez Hermanos; que la senteiicia da por bien 
establecido y probado ese desistimiento: que la demanda 
toma nuevos fundamentos ^n la falta de cumplimiento á las 
obligaciones que Martínez Hermanos contrajeron por el con- 
trato mismo; y, por último, que la sentencia decide estar 
bien probada la falta y ser, por tanto, materia y causa bas- 
tante para la rescisión del contrato. 

En cuanto á la confiscación de bienes que se decretó y 
llevó á efecto en contra del Sr. Flores, el fallo de segunda 
instancia no puede negar el hecho; pero lo acepta, no para 
fundar las reclamaciones que concreta la contra-demanda 
de los Martínez, sino para resolver que, desde su fecha, el 
contrato de sociedad quedó sin materia y por consiguiente 
sin efecto ni valor alguno en derecho. 

Por último, la sentencia de segunda instancia establece 
que Martínez Hermanos han estado en posesión de las ha- 
ciendas de Flores, ya sea por razón del contrato, ya sea co- 
mo síndicos administradores ó depositarios de ellas; dado 
el concurso que sobre ellas mismas se formalizó algún tiem- 
po después de entablada la demanda de rescisión. 

No necesito de más fundamentos para demostrar la vio- 
lación de la ley en el fallo de segunda instancia. 

Para que las disposiciones sobre rescisión de los contratos 
puedan resolverlos en el sentido de su rescisión ó no res- 
cisión, es indispensable, como en todo elemento que se da 
por bien ó mal establecido, pero en todo caso subsistente, 
que el contrato tenga íntegra y verdaderamente incólume 
su materia, porque si no es así, sería un absurdo, y por con- 
siguiente una ilegalidad, rescindir y volver á su primitivo 
estado, ó bien afirmar lo que se reclama y negar su resci- 
sión, cuando por éste ó aquel motivo se ha innovado durante 
el pleito al grado de resolverse por otros caimños lo q«6 
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estaba siendo materia de éste. La sentencia de segunda 
instancia nos dice, que la confiscación acabó con el contra- 
to de sociedad entre Flores y Martínez; luego, aplicar á ese 
contrato las leyes de rescisión, es equivocar el camino, ha- 
ciendo de la ley una mala aplicación. 

De hecho Martínez Hermanos salieron de las haciendas 
ocupándolas Flores, una vez que, en Febrero de mil ocho- 
cientos setenta, se ejecutó al contento de éste el fallo de la 
Suprema Corte de Justicia Federal. No existe, por tanto, 
la materia del contrato de sociedad. Por caminos distintos 
del que primitivamente tomó Flores al entablar la reseislón, 
obtuvo lo que se proponía, que era sustancialmente la ocu- 
pación de sus fincas, y de allí resulta, como antes he dicho, 
que no es posible ni debido resolver este juicio con las leyes 
sobre rescisión de contratos. 

En su bifuroacióu hipotética^ la demanda hace imposible 
la legal y justa aplicación de las leyes á que me refiero. ^1 
Sr. Flores dice que oportui^amente avisó de su retractación 
á Martínez Hermanos. Bl hecho debía probarse no con la 
copia de las cartas de Flores, sino con otro hecho sustancial, 
el de ia entrega oportuna y con el procedimiento de ocurrir 
inmediatamente á la autoridad, y no después de dos años, 
dado caso que recibido el aviso^ los Martínez hubiéramos 
continuado contra la voltmtad de Flores en la tenencia de las 
haciendas, siendo entonces simples detentadores de ellas. 
Admitido no obstante por el Superior, el hecho del aviso 
oportuno, se hace cargo á Martínez de no haber cumplido, 
después del aviso, y también después de la confiscación, con 
las obligaciones que le imponía el contrato de, sociedad. 
¿Cuáles, si después del aviso los Martínez eran detentado- 
res?^ Una de dos: ó aplicamos las leyesde rescisión por aque- 

1 R.l»,íd*iii32,ñ]u 



Digitized by VjOOQ LC 



lio de que el socio puede arrepentirse sin causa, reintegra, 
dando ésta por probada en el juicio presente ó la aplicación 
de aquellas es por el capítulo de haberse dado causa para 
la rescisión por parte de Martínez Hermanos, faltando á sus 
obligaciones como socios y estar probada esa causa en los 
presentes autos. Si lo primero, es ilegal la aplicación de la 
ley, ocupándose de lo segundo, y si venimos á la rescisión 
con causa, la ilegalidad está en lo primero, siendo los dos 
extremos abierta y notoriamente contradictorios. No es po- 
sible tomarlos ni en sentido hipotético: la demanda al prin- 
cipio y la sentencia en la actualidad, han debido fijarse en 
uno de los dos extremos. En la demanda no se expresaron 
como causas para la rescisión del contrato, ni la confisca- 
ción á Flores, ni la orden del Gobernador, Sr. Ortiz de Za- 
rate, en cuya virtud las haciendas volvieron á Martínez, 
después de la confiscación. La demanda no podía ocuparle 
de esa orden, refiriéndola á los resultados que operó res- 
pecto de ella el fallo de la Corte de Justicia, precisamente 
porque la demanda es de mil ochocientos sesenta y ocho 
al tanto que el fallo de la Suprema Corte es de mil ocho- 
cientos setenta. Sin embargo de esto, la sentencia de se- 
gunda instancia toma esos dos elementos como causa de 
rescisión. Hace más, porque entra á prejuzgar cuestiones 
que están sujetasá juicio distinto, cual es el del concurso Mar- 
tínez-Flores, y parte de ellas para imputar á los Martínez 
obligaciones que no tienen, ni les han sido reclamadas en 
este juicio. La sentencia dice que, á partir de la orden del 
Sr. Grobernador Zarate, los Martínez disfrutaron y poseyeron 
por mucho, tiempo las haciendas de Avilez y Anexas^ yapar 
sí, que sería el caso de este juicio, ya por medio de los ad- 
ministradores, depositarios ó síndicos del concurso^ que es lo 
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extraño á este negocio, y están por tanto como todo el que 
posee bienes ajenos, en la obligación de rendir cuentas. Quiere 
decir, que la sentencia da más de lo que pide la demanda: 
porque da las cuentas del concurso, las cuales por otra par- 
te, no son de la responsabilidad personal de Martínez Her- 
manos. Quiere decir que la sentencia se mete á cosas que 
no determina la demanda, y que, por lo mismo, hace exten- 
siva la ley á casos que ella no comprende. 

La sentencia dice que la reclamación por la totalidad de 
lo que importaron la confiscación y la^ exacciones de las 
fuerzas federales, es temeraria y absurda, porque equivale 
á que los socios Martínez pretendan que su socio Flores pa- 
gue, no sólo lo que á él corresponde, sino lo que á ellos 
mismos atañe, y esto, porque no bastando los frutos para 
cubrir aquellos cargos, siendo todos ellos imputables á la 
sociedad y no á Flores únicamente, debe ocurrirse á las exis- 
tencias ó capital introducido á la sociedad por Martínez Her- 
manos, para satisfacer el saldo, pues ese capital, por el solo 
hecho de haberse introducido á las Haciendas, se convirtió 
en capital social, ó lo que es lo mismo, se convirtió en ca- 
pital de Flores y Martínez. 

Con semejantes apreciaciones, la sentencia de segunda 
instancia es injusta, es atentatoria, es ilegal. Primeramente 
va contra la ley del contrato que respeta como de la pro- 
piedad exclusiva de Martínez Hermanos, ó sea su capital; 
así como respeta en el dominio de Flores sus propias ha- 
ciendas, siendo ellas no obstante las que debían ser explo- 
tadas. Además de esto imputa á la sociedad, lo que por el 
texto y por el espíritu de la confiscación y órdenes de exac- 
ciones militares es de la responsabilidad exclusiva de Flores; 
porque ni los Martínez fueron confiscados, ni los préstamos 
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se impusieron á ellos, ni á la sociedad, sino al Sr. Flores. 
Este señor ha recibido íntegros sus terrenos. ¿En dónde está 
el capital de Martínez? ¿Por qué razón ese capital ha de ser- 
vir para cubrir aquellos cargos? Ea el absurdo supuesto de 
que las existencias de Martínez debieran estimarse como 
capital social, perteneciendo á ellos y á Flores, debía de- 
cirse lo mismo respecto á las haciendas de éste, siendo ellas 
por parte de Flores lo que realmente introdujo ese socio 
á la sociedad, y así, faltando frutos para pagar responsa- 
bilidades, que supongo pertenecen á la sociedad misma, el 
golpe, á fin de matar el cargo, debía dirigirlo en tal caso 
la sentencia contra el capital de Martínez y haciendas de 
Flores, y no contra lo primero, dejando ileso lo segundo. 
Las legales consideraciones que dejo expuestas, fundan 
con evidencia la violación de las leyes de Partida, en que, 
la sentencia de segunda instancia, pretende apoyar sus re- 
soluciones. Esas leyes están violadas por su ilegal aplica- 
ción, siendo por eso mismo casable el fallo de que me ocupo. 
Con fundamento de los artículos mil quinientos noventa y 
tres, inciso primero y mil seiscientos trece, incisos primero 
y segundo del Código de Procedimientos vigente, interpon- 
go, por tanto, contra dicho fallo, el recurso de casación, y 
pido á la Sala que, dándolo por bien interpuesto en tiempo 
y forma, se sirva designar el término legal para continuar- 
lo ante quien corresponda. En cuanto á las constancias ne- 
cesarias para el objeto, suplico á la Sala, con fundamento 
del artículo mil seiscientos veintinueve del Código citado, 
se sirva remitir originales los cuadernos de autos en que 
constan la demanda y la contestación, la escritura de socie- 
dad, el auto de la Suprema Corte de Justicia, las órdenes so- 
bre confiscación y levantamiento de ésta, las órdenes sobre 
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exacciones y el certificado de haber ocupado Flores las ha- 
ciendas por virtud del auto de la Corte. 

Protestólo necesario. — Durango, Febrero 13 de 1891. — 
José María Martínez. — Una rúbrica 



A los siete años después del anterior escrito» en que se inter- 
puso el recurso y sin duda con la convicción de que no esta- 
ba bien interpuesto el recurso, como se demostrará después, 
se quiso remediar el mal, por el Sr. Martínez, y presentó 
este señor el siguiente escrito: 



ce. Magistrados de la Sala de Casación: 

José María Martínez, mayor de edad, de esta vecindad, 
sin revocar el poder general que tengo conferido al Sr. 
Lie. Manuel Sida, ampliando los razonamientos alegados 
en el escrito por el que interpuse el recurso de casación en 
los autos de la demanda promovida por el Sr. Juan N. Flo- 
res sobre rescisión del contrato de sociedad de las Hacien- 
das de Avilez y Anexas, ante Udes. respetuosamente y co- 
mo mejor proceda, expongo: que el día ocho de Mayó del 
año de mil ochocientos sesenta y seis, el Sr. Juan N. Flo- 
res, por una parte, y por otra mi hermano Pedro y yo, ce- 
lebramos en escritura pública un contrato de sociedad, por 
el cual se convino que nosotros recibiéramos las haciendas 
de Avilez, San Fernando, San Carlos, San Juan de Casta 
y los Angeles, para su explotación y manejo por el térmi- 
no de siete años, con la obligación de introducir de n%jkeS' 
tro peculio cuantos caudales y valores fuesen necesarios 
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para el cultivo, subsistencia y comercio de aquellas, y de- 
biendo dividirse por mitad las utilidades que resultaren. 

El nueve del propio Mayo marchó yo á México á traer 
mercancías para el avío de las haciendas, y mi hermano á 
Avilez á donde llevó las existencias de una casa de comer- 
cio que teníamos en esta ciudad. Mi hermano llevó consi- 
go una carta orden del Sr. Juan N. Flores dirigida á su 
dependiente el Sr. Eugenio Martínez, y antes de que con- 
cluyese el mes de Mayo recibió las fincas sin la más leve 
oposición, quedando obsequiados los deseos del Sr. Flores 
de que la entrega se hiciese con la mayor brevedad posi- 
ble. Después de haber recibido mi hermano las haciendas 
y encontrándose aun en Avilez, se le entregó una carta 
del Sr. Flores en que le decía que debido á los aconteci- 
mientos políticos y previendo los males que habían de pro- 
ducir en sus intereses, desistía de llevar adelante la socie- 
dad que había formado, y yo en México recibí otra carta 
concebida en los mismos términos, y no habiendo ajccedi- 
do d la pretensión del Sr. Flores que quedase sin efecto un 
contrato celebrado en toda forma, mi hermano Pedro se 
fué para Chihuahua á trasladar á las haciendas las mercan- 
cías que teníamos en una casa de comercio establecida en 
aquel punto. 

En Julio de mil ochocientos sesenta y seis comenzaron 
á expedicionar por las haciendas dé Avilez y Anexas las 
fuerzas republicanas, y los Jefes de ellas impusieron prés- 
tamos é hicieron exacciones creyendo que se trataba de in- 
tereses propios del Sr. Flores, ascendiendo esos valores á 
la suma de veinticinco mil cuarenta y dos pesos setenta y 
tres centavos, que unida á la de que en Noviembre del pro- 
pio año de sesenta y seis, dispuso el C. Gobernador y Co- 
mandante Militar Silvestre Aranda y sus empleados, y ala 
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de que dispiíso el C. Juan Manuel Ríos, hacen un total de 
ciento cuarenta y nueve mil setecientos cuarenta y un pesos 
ochenta y nu£ve centavos. 

Las haciendas fueron confiscadas por el Gobierno Gene- 
lai en Octubre de sesenta y seis, y en Febrero de sesenta 
y siete, arregló el Sr. Flores que le fueran devueltas sus 
haciendas. Poco después volvimos mi hermano y yo d cIUls 
con motivo de una orden del Gobierno del Estado, contra 
la cual pidió amparo el Sr. Flores, y en Febrero de mil ocho- 
cientos setenta, las ocupó este señor definitivamente. 

El seis de Octubre de mil ochocientos sesenta y ocho, 
entabló el Sr. Flores demanda sobre rescisión del contra- 
to de sociedad, diciéndose entre otras cosas que no bien 
hubo firmado el Sr. Flores la escritura, cuando por causas 
legales y suficientes desistió de llevar adelante la compa- 
ñía, haciendo saber á mi hermano y á mí su nueva deter- 
minación y renuncia antes de que fuésemos á las hacien- 
das, y por consiguiente, antes de que principiara el nego- 
cio para que se formó la sociedad y emprendiésemos en 
algunos gastos y se nos originasen perjuicios, y se conclu- 
ye pidiendo la rescisión del contrato, la entrega de las ha- 
ciendas, la rendición de cuentas con justificación y la in- 
demnización de daños y perjuicios. 

El quince de Marzo del año de mil ochocientos setenta 
y cinco, se pronunció sentencia de primera instancia en que 
se resuelve: que no ha sido renunciada legalmente por el 
C. Juan N. Flores la sociedad que escrituró en ocho de Ma- 
yo de mil ochocientos sesenta y seis, para el cultivo y ex- 
plotación de las haciendas de Avilez y Anexas; que en con- 
secuencia no ha lugar á la entrega de las expresadas fin- 
cas, ni á la indemnización de daSios y perjuicios que se 
reclama. Se resuelve también que el Sr. Flores es deudor 
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á sus consocios de la suma Uquida de cieato cuarenta y 
nueve mil setecientos cuarenta y un pesos ochenta y nue- 
ve centavos, por la cual le han reconvenido, estando pro- 
bado ser á su cargo esa cantidad, por ser él el único y per- 
sonalmente responsable para su pago en la compañía de 
que se trata« 

El fallo de segunda instancia decide que la renuncia que 
hizo el Sr. Flores, fué legal y procedente, que fué proce- 
dente también la demanda de rescisión y ^ue se probaron 
las causales por las que se solicitó; absuelve á la testamen- 
taría del Sr. D. Juan N. Plores de la reconvención opues- 
ta, y me condena á mí y á la testamentaría de mi herma- 
no Pedro á rendir cuentas con justificación á la testamen- 
taría de D. Juan N. Flores del manejo de las haciendas, por 
todo el tiempo que fiíerún en rmestro poder. 

Pronunciada sentencia de segunda instancia en este ne- 
gocio no es ya procedente examinar los hechos qvs tanto del 
actor corno de parte nuestra se sujetaron á prmba, ni su 
apreciaron, ni la justicia ó injusticia de aquel fallo^ sino 
investigar si la ley ha sido infringida sd aplicarse al caso, 
y si la descisión comprendió cosas que no han sido objeto 
del juicio. 

Como en la sentencia recurrida se declara que fué legal 
y procedente la renuncia que hizo el Sr. Flores, examine- 
mos si en realidad dicha renuncia reúne todos los requisi- 
tos que exige la ley, para que haya sido válida y surta sus 
efectos. Según la ley 11, tít. 10, part. 5?, la sociedad a^^ar- 
ha por renuncia de uno de los socios, siem{>re que ésta no 
sea fraudulenta ni intempestiva, y como con arreglo á la 
propia ley es intempestiva la renuncia cuando se ha dado 
ya principio al negocio que era objeto de la sociedad, mi 
cuyo caso no puede disolvería sin haber justa caum para 
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ello, como incompatíbilidad de genios^ falta de cumplimien-' 
to de las condiciones ó pactos ó incapacidad sobrevenida 
después del contrato, resulta que la renuncia que hizo el 
Sr. Flores no fué arreglada á derecho. Así es que la Se- 
gunda Sala hizo inexacta aplicación de la ley 11, tít. 10, 
part. 5*. 

Se asienta en la demanda fecha seis de Octubre de mil 
ochocientos sesenta y ocho, que la renuncia que hizo el Sr. 
Flores de la sociedad que había formado, fué notificada á 
mí y á mi heraiano qportwmmentey y cuando los intereses 
de ambaa partes se hallaban en su estado íntegro, y la Se- 
gunda Sala dice que esa renuncia fué legal y procedente. 

Es así que la sociedad acaba por la renuncia de uno de 
los socios, según la ley 11, tít. 10, part. 5?, luego la socie- 
dad Martínez y Flores acabó con el aviso de ásíe, ó más bien 
dicho no llegó á existir. 

Sin embargo de que la sentencia de segunda instancia 
declara que un socio puede renunciar la sociedad y sepa- 
rarse de ella cuando á bien lo tenga, bastando sólo mani- 
festar á sus consocios su voluntad de hacerlo así, dice en 
seguida que dos de las causas que se mencionan en la ley 
14, tít. 10, part. b% y que se han alegado para solicitar la 
rescisión del contrato, se han probado suficientemente y son 
la mala condición de algún compañero y la falta de cumpli- 
miento d lo eoí^resamente estipulado en el contrato. ¿Cuál 
contrato? ¿Si la sociedad acabó con el desistimiento del 
Sr. Flores, qué obligaciones teníamos que cumplir nosotros? 

Precisamente la inexacta aplicación que hizo la Segunda 
Sala de la ley 14, tít 10, part. 5Í, consiste en que confor- 
me á ella se rescindió un contrato que había concluido, se- 
gún la misma Sala, con la renuncia de uno de los socios, 
siendo por esta razón casable el fallo con arreglo á la fra^ 
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ción 1? del art. 1613 del Código de Procedimientos Ci- 
viles. 

Por otra parte, según la sentencia de segunda instancia, 
la confiscación de los bienes de D. Juan N- Flores se había 
hecho ya efectiva con mucha anterioridad á la demanda 
de rescisión, y esta sola condición sería bastante para te- 
ner por insubsistente el contrato de sociedad, pues perdi- 
da la propiedad de los bienes falta la materia que le diera 
existencia legal. 

He aquí otro de los motivos porque no deben aplicarse 
al caso las leyes sobre rescisión de las sociedades, pues 
para que éstas pudieran resolver aquel, sería necesario, en 
primer lugar, que las circunstancias, el veinte de Agosto 
de mil ochocientos noventa y uno, fueran enteramente las 
mismas que en la fecha en que se entabló la demanda, se- 
ría preciso que tanto los intereses de nosotros como los 
del Sr. Flores estuviesen intactos, para que las cosas pu- 
diesen reponerse al estado que tenían antes de celebrarse 
el contrato de ocho de Mayo de mil ochocientos sesenta y 
seis, con el fin de que fuesen devueltos á sus respectivos 
dueños, que sería el efecto legal de la rescisión. 

En el fallo de segunda instancia se declara procedente 
la demanda de rescisión que se interpuso y se dice que se 
probaron las causales por las que se solicitó, cuando ya no 
había objeto en hacer esa declaración, puesto que^ consta 
que nosotros salimos definitivamente de Avilez y Anexas 
desde el mes de Febrero del año de mil ochocientos seten- 
ta, y que desde ese tiempo, de hecho cuando menos, quedó 
nulificado el contrato de sociedad. 

En los puntos de hecho de la demanda, no sé expresó 
como una de las causas para la rescisión del contrato de 
sociedad, la confiscación de los bienes que se hizo at Sr. 
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Flores, y, sin embargo, en la sentencia de segunda instan* 
cia se toma ésta como una de ellas* 

Tampoco se dijo una palabra en la propia demanda, del 
concurso Martínez-Flores, y no obstante este silencio, en la 
sentencia de segunda instancia se dice que devueltas ános-f 
otros las haciendas por un acto atentatorio é ilegal de la 
autoridad administrativa del Estado, las disfrutamos por 
mucho tiempo ya por sí ó por medio de los administrado^ 
res, depositarios ó síndicos del concurso. 

De manera que la sentencia de segunda instancia com- 
prende cosas que no han sido objeto de la cuestión, siendo 
por esta otra razón casable según la terminante disposición 
contenida en la frac. 2? del art 1613 del Código de Proce- 
dimientos Civiles. 

Respecto de la afirmación que se hace en el fallo de que 
se viene hablando de que las exacciones de cualquiera cla- 
se que fuesen, deben^cargarse por mitad al socio Flores y 
por mitad á nosotros, advierto que las mercancías y valo- 
res qns se extrajeron de las haciendas cuando se confisca- 
ron, fueron en consideración d la persona del 8r. Flores y 
no d nosotros d quienes jamás se pretendió tocar nuestros inr- 
tereses. 

Para concluir hago presente que no se da medio en es- 
tos extremos: ó nunca hubo sociedad entre el Sr. Flores y 
nosotros por haberla renunciado el primero d los ocho dios 
de celebrado el contrato, y en ese caso no estamos obliga- 
dos los segundos d rendir cuentas al demandante, ó sí hu- 
bo sociedad; y en tal virtud debe pagarse por el Sr. Flores 
la cantidad qite importa la reconvención, puesto que ella 
está suficientemente justificada en autos, con más los inte-' 
reses legales y los daños y perjuicios consiguientes. 

En virtud de lo expuesto, suplico á Udes. que con fuá-- 
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damento en las fracs. 1* y 2? del art. 1613 del Código cita- 
do, se sirvan declarar en definitiva que es de casarse y se 
casa la sentencia de segunda instancia fecha 20 de Agosto 
de mil ochocientos noventa y uno. 

Durango, Septiembre 28 de 1898. — José María Martínez. 



ra 

Informe de Martínez, en la vista del recurso de casación. 

ce. Presidente y Ministros de la Sala de Casación. 

Pide se dé cuenta á la letra con este informe en el acto 
de la vista. 

José María Martínez del Campo, mayor de edad, soltero, 
español y vecino de esta población, salvo las protestas úti- 
les y necesarias y dejando muy especialmente á salvo mis 
derechos de nacionalidad^ ante üdes. respetuosamente ex- 
pongo: que debiendo hoy verificarse la vista en el juicio 
seguido en contra del Sr. Juan N. Flores y en la actualidad 
en contra de sus sucesores, sobre cumplimiento de contrato 
y pago de pesos, vengo á hacer presentes algunas obser- 
vaciones que suplico se tengan en consideración, sin per- 
juicio de las alegaciones que en distintas épocas han pre- 
sentado mis poderdantes; 

Son tan claras las consideraciones por las que debe ca- 
sarse el fallo que en el negocio de referencia se dictó, que 
no se necesita más que tener un ordinario sentido lógico y 
una conciencia honrada para penetrarse de la justicia que 
me asiste. Pudiera tener en cuenta todos y cada uno de los 
puntos en virtud de los que ya por violación de la ley en 
cuanto al fondo, ya por vicios en el procedimiento, debe 
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romperse el mismo fallo; pero en obvio de repeticiones y 
por tratarse de ligeros apuntes, me limitai'é en el caso á 
apreciarlo bajo su aspecto capital. 

Es inconcuso y de explorado derecho, que cuando se 
violan las leyes más comunes del contrato, se amerita la 
nulidad del fallo que las violó, y aplicando esta considera- 
ción al punto de que se trata, se verá^ sin esfuerzo, que la 
monstruosa sentencia dictada en triste y aciaga época, tie- 
ne que desaparecer, si es que en la sociedad no es un con- 
vencionalismo la creación de los tribunales de justicia. 

Concretando: Hace más de treinta y nueve años, el que 
lleva la voz y su hermano D. Pedro Martínez del Campo, 
celebraron un contrato de sociedad con el Sr. D. Juan N. 
Flores, en virtud de cuyo contrato, recibimos de este señor 
las haciendas de San Juan de Castas, San Fernando, Ange- 
les y Avilez y Anexas, en explotación, debiendo ser refac- 
cionadas por nuestra cuanta. Por ese entonces, existía la 
Intervención Francesa, y tomando participio en el modo 
de cosas que estableció, ó sea en la política del Imperio, 
nuestro socio Flores; triunfante la República en fuerza de 
la ley de confiscación de los bienes pertenecientes á los 
traidores, las haciendas que nosotros teníamos en sociedad 
y pertenecientes al socio Flores, fueron ocupadas por el Go- 
bierno Republicano y creyendo los Jefes de éste que las 
cantidades que muy especialmente nos pertenecían y que 
habíamos invertido en la sociedad, eran realmente del Sr. 
Flores y no de nosotros, también fuimos despojados de ellas, 
no debiendo ser así, pues nuestra calidad de extranjeros 
nos prohibía inmiscuimos en la política del país^ 

Despojados tanto mi hermano como yo por cama del Sr. 
Flores, de las cantidades que habíamos invertido, este se- 
ñor por conducto de su apoderado el Sr. Lie. D. Gerónimo 
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Quijar, ocurrió al Gobierno del Sr. Presidente Juárez, ma- 
nifestándole, que malamente á nosotros se nos habían qui- 
tado las cantidades que nosotros habíamos invertido en la 
refacción de la sociedad, que ascendía á más de ciento cin- 
cuenta mil pesos, porque nosotros no estábamos incluidos 
en la ley de traidores por ser extranjeros y que por lo mis- 
mo, en justicia se nos debía devolver esa cantidad; que él, 
Flores, se comprometía apagárnoslo si el Gobierno le levan- 
taba la orden de confiscación y le volvía sus haciendas de San 
Juan de Castas, San Fernando, Angeles, Avilez y Anexas. 
No es verdad. El Gobierno aceptó el contrato que le propuso 
el Sr, Flores, como consta en el expediente y en el Ministerio 
de Hacienda, desempeñado en aquel entonces, por el Sr. 
Iglesias, y el Sr. Flores recibió sus haciendas cumplimen- 
tando el Gobierno su obligación, pero el Sr. Flores no cum- 
plió su compromiso entregándonos la cantidad que él mis- 
mo señalara como fundamento de la desconfíscación. 

Esa es la cuestión pura y sencillamente y que el Sr. Flo- 
res y sus sucesores han querido presentar abstrusa, aglo-^ 
merando miles de fojas en el proceso. 

El Gobierno Mexicano cumplió su compromiso, y en 
consecuencia el Sr. Flores debió haber cumplido el suyo, 
siendo ésta la ley estricta del contrato. 

La sentencia de l$t Segunda Sala la violó, porque lo re- 
levó de tal compromiso, nunca lo contrajo, no obligándolo 
á que nos pagara la cantidad que él mismo señaló como 
causa de la desconfíscación. Consiguientemente viene la 
nulidad de tan absurda sentencia y debiendo fallarse en 
fuerza de las leyes del enjuiciamiento, sobre lo principal, 
debe venir á forciori, la condenación de los Sres. Flores si 
se¡quiere deshacer el agravio señalado. 

Durante el proceso civil, presenté mis libros oomo una 
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prueba de redundancia en donde consta cuáles fueron las 
cantidades que invertí y queme fueron confiscadas; allí apa- 
rece de la manera más patente, el monto de las cantidades 
que me tomaron por causa del Sr. Flores, cuyos libros es- 
te señor no llegó á objetar. Es falso. En autos consta lo con- 
trario demostrado por peritos é inspección judicial las fal- 
sedades que los libros contienen, y esta sola consideración 
bastaría para que se le hubiese condenado, porque se^n la 
ley de valorización, los libros presentados por una parte y 
no objetados por la contraria, producen prueba plena. 

Además, para patentizar esa prueba, presenté los reci- 
bos de los Jefes Republicanos en los que consta las canti- 
dades que por exacciones me exigieron por cuenta y res- 
ponsabilidad del Sr, Flores, y éste tampoco los objetó. Es 
falso también. Yo pregunto: consideraciones tan palmarias, 
¿el Sr. Flores debe ser absuelto? Sólo un espíritu torcido y 
una conciencia sujeta á la vanidad, puede responder que 
debe decretarse la absolución. 

Lo que últimamente fae expuesto, lo hago presente á la 
Sala que me escucha, sólo como prueba de adminículo, pues 
la prueba principal está, en que el Sr. Flores confesó que 
á mi hermano y á mí» nos habían quitado indebidamente 
las fuerzas republicanas, como cie»to cincuenta mil pesos 
que se obligaba á pagamos si el Gobierno le devolvía sus 
haciendas. (No es verdad.) 

Hasta el estudiante más atrasado en Derecho, sabe que 
la confesión de parte importa relevo de prueba para la con- 
traría, y siendo ello de esta manera, sólo un espíritu torci- 
do pudo decretar la absolución y no la condenación. 

Doy por supuesto, sin conceder, respetuosamente, que 
la Sala que me escucha pase por lo alto las varias conside- 
raciones jurídicas que he manifestado; doy por supuesto que 
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se me condene, declarándose que el Sr. Flores y sus suce- 
sores, teniendo ya, como tiene en su poder las haciendas 
de que se trata, no tiene obligación de pagamos á mi her- 
mano D» Pedro y á mí la cantidad que se obligó el autor de 
esa herencia á pagarnos, ante el Gobierno general; se vie- 
ne encima este dilema: Siendo, como soy extranjero y te- 
niendo como tengo, expeditos mis derechos de subdito es- 
pañol, repito, se viene encima este dilema; ó me pagan los 
sucesores del Sr. Flores la cantidad como de cienf4> drumenr- 
ta mil pesos y sus correspondientes intereses, que se obligó 
á pagaime. Ya queda dicho que no es verdad que el Sr. 
Flores haya contraído tal obligación ante el Gobierno del 
Sr. Juárez, ó me la paga el Gobierno m£Xicano, ya que sus 
jefes en distintas partidas me la recogieron indebidamente y 
por consideración á Flores. No se da medio, ó una ú otra 
cosa. 

Presentada la cuestión con mi rusticidad y seücUlez de 
vizcaíno y confiado en vuestro recto criterio y amor á vues- 
tra patria y á la justicia, quedo tranquilo y espero que ve- 
rificada esta vista, fallaréis dando á cada una de las partes 
lo que le corresponda. 

Protesto lo necesario.^Durango, Septiembre 20 de 1905. 
— José María Martínez del Campo. 
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Informe produoido por parte del albaoea de la testamentaría 
de Sr, D. JuanN. Flores» demostrando la improcedencia del 
recurso de casación interpuesto por Martínez. 

A LA Sala de Casación 

DEL Supremo Tribunal de Justicia. 

Informa en la vista y pide que en su 
oportunidad se declare que no ha sido 
legalmente interpuesto el recudrsp de 
casación contra la ejecutoria dictada 
por la Segunda Sala en el juicio á que 
se refiere; y subsidiariamente, para el 
caso de que tal recurso ñiese declara** 
do legalmente interpuesto, se falle que 
no es de casarse la sentencia recurrida. 

Peticlfo. 

Alberto Lazalde por D. Juan Francisco Flores, albacea 
de la testamentaría del Sr. Juan N. Flores, como lo t^ngo 
acreditado con la sustitución hecha en mi favor por el apo- 
derado principal^ en el recurso de casación interpuesto por 
D. José María Martínez por sí y en representación de su her- 
mano D. Pedro, contra la sentencia definitiva pronunciada 
en segunda instancia, con fecha veinte de Agosto de mil 
ochocientos noventa y uno, en el juicio promovido por mi 
parte contra los expresados Martínez, sobre rescisión de con- 
trato de sociedad, rendición de cuentas y pago de daños y 
perjuicios, anteesa honurable Sala reápjtajiatneate digo:. 
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que, previos los trámites legales, la misma Sala se ha de 
servir declarar que no es legal la interposición del expresa- 
do recurso^ y en el remoto caso de que éste fuese declarado 
legalmente interpuesto, se sirva fallar que no es de cacarse 
la sentencia recurrida por las razones que paso á exponer 
brevemente y pido sean tenidas como informe á la vista. 
Para mejor conocimiento del asunto, conviene hacer una 
exposición sucinta de las partes especiales del juicio en lo 
que pueda tener relación con el recurso intentado. 

Demanda. 

En seis de Octubre de tnil ochocientos sesenta y ocho, 
el Sr. D. Juan N. Flores, representado por su mandatario 
el Sr. Lie, D. Rafael Pescador, demandó ante el Juzgado de 
lo Civil de esta ciudad, á los Sres. D, Pedro y D. José Ma- 
ría Martínez, por rescisión del contrato de sociedad que con 
ellos había celebrado en escritura pública de ocho de Ma- 
yo de mil ochocientos sesenta y seis, para la explotación 
durante siete años, de las haciendas de Avilez, San Fernan- 
do, San Carlos, San Juan de Costa y los Angeles; y pidió 
que, declarada la rescisión, se condenara á los demandados 
á entregar al actor las fincas mencionadas, á rendir cuentas 
con justificación y pago por todo el tiempo que las habían 
tenido en su poder, d la indemnización de los perjuicios y 
al pago de las costas judiciales. 

Titulas de ia acción. 

DoB fueron los títulos de la acción deducida: primero^ la 
renuncia voluntaría á la sociedad, que oportunamente fué 
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notificada á los Martínez, antes de que ellos hubieran en- 
trado en posesión de las fincas, y de que hubieran dado prin- 
cipio á las operaciones, renuncia que no tomaron en con- 
sideración, sino que antes bien dio lugar á que se apresu- 
raran á apoderarse de las haciendas, aún acudiendo á la 
presión del Comandante militar francés; segundo, la re- 
nuncia á la misma sociedad por causas legales que autorizan 
la separación, como son: el haber perdido fundadamente el 
Sr. Flores la confianza en sus consocios y el no haber dado 
éstos el debido cumplimiento á las obligaciones estipuladas 
en el contrato. El motivo de no merecerle ya confianza al- 
guna los socios Martínez, fué el haber sabido que D. Pedro 
había sido Proveedor del ejército francés en el Parral; que 
había sido condenado por contrabandista de algodón, ar- 
tículo que iba á cultivarse en las haciendas; y que el mismo 
Martínez había dicho que, llegada la vez de que los Jefes 
revolucionarios exigieran préstamos ú otras exacciones, 
procuraría exagerar su monto y cargar en las cuentas de 
la sociedad el doble de lo que importaran, aprovechándose 
de las circunstancias. La falta de cumplimiento á lo pac- 
tado en la escritura de sociedad se hizo consistir en lo si- 
guiente: 

Primero. No haber formado previamente los Martínez 
para entrar en posesión de las haciendas, un inventario mi- 
nucioso de las fincas, existencias, muebles, aperos, enseres, 
etc., á fin de devolverlas en el mismo estado al concluir la 
sociedad. 

Segundo. No haber abonado al Sr. D. Juan N. Flores los 
gastos erogados en renta de bueyes, ministraciones á me- 
dieros, pago de peones y demás que hubiese hecho en las 
labores en frutos al recibir las fincas. 

Tercero. No haber recabado su anuencia por escrito pa- 
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ra las obras de reparación ó mejoras, que acaso hubieran 
llevado á cabo. 

Cuarto. No haber dividido por mitad las pérdidas y las 
ganancias, pues le cargan casi la totalidad de las primeras. 

Quinto, No haber introducido todo el capital necesario 
para el cultivo, subsistencia y comercio de las haciendas 
en el mejor estado productivo. 

Sexto. No haber concedido al Sr. Flores el derecho al 
tanto en la venta de los frutos. 

Séptimo. No haber practicado á principio de cada año la 
liquidación correspondiente, ni entregado al Sr. Flores la 
mitad de utilidades. 

Octavo y último. Haber cargado al Sr. Flores el total mon- 
to de los préstamos y exacciones sufridas durante la revo- 
lución, no obstante el pacto de que todas las contribuciones, 
préstamos y exacciones sobre las tincas aportadas á la so- 
ciedad, se habían de considerar como gastos, por cuenta de 
todos los socios. 

Por los capítulos expresados se pidió que, declarándose 
disuelta la Compañía, se condenara á los Sres. Martínez á 
entregar las fincas y á rendir cuentas con pago, ya porque 
su calidad de meros detentadores les imponía esa obliga- 
ción, ya porque la disolución de la sociedad en virtud de 
renuncia no exime á los socios gerentes de rendir cuentas 
por el tiempo que estuvo á su cargo la administración, y 
de satisfacerlos perjuicios que hubieren ocasionado con sus 
procedimientos ilegales. 

Contestación. 

El Sr. Lie. D. José María Hernández, apoderado jurídico 
de los Martínez, contestó la demanda pidiendo que se ab- 
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solviera de ella á sus representados, y fórmalo reconven- 
ción por la cantidad de ciento cuarenta y nueve mil sete- 
cientos cuarenta y un pesos ochenta y nueve centavos. 

Fundó la primera parte de su petición en que la renun- 
cia á la sociedad no se hizo re-íntegra^ es decir, antes de 
dar principio al negocio, y en que el Sr. Flores jamás se 
mostró presto á indemnizar los perjuicios consiguientes á 
su separación intempestiva, como lo exige la ley 11, títu- 
lo 10, partida 5? Por otra parte, negó que hubiera habi- 
do justa causa para la separación, pues los Martínez ha- 
bían dado cumplimiento á sus obligaciones de socios, con- 
forme á lo estipulado en la escritura respectiva, A este 
fin expuso que los Martínez hicieron inventario de las ha- 
ciendas, aunque no con la minuciosidad que se pretende 
en la demanda: que abonaron los gastos erogados en las 
labores pendientes, conforme á los datos ministrados por 
los sirvientes del Sr. Flores: que el requisito del consenti- 
miento por escrito para las obras y mejoras, se referia á 
la^ de utilidad j no á las de necesidad que para la explo- 
tación de las fincas aportaron á la sociedad el año de mil 
ochocientos sesenta y seis, efectos y valores por la suma 
de ciento treinta y seis mil setecientos cinco pesos setenta 
y tres centavos: que todas las exacciones fueron impuestas 
personalmente á D. Juan N. Flores, y los intereses de los 
consocios no debieron afectarse por ese motivo: que fué 
imposible dar la preferencia por el tanto en la venta de los 
frutos, así como entregarle la mitad de utilidades, porque 
la cosecha de mil ochocientos sesenta y seis fué ocupada 
por el Gobierno en virtud de la confiscación de bienes de- 
cretada contra el Sr. Flores; la que se levantó en mil ocho- 
cientos sesenta y siete, una vez que las fincas salieron de 
la confiscación, disminuyó notablemente, ya por la falta 
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del capital que los Martínez habían introducido y que fué 
ocupado por los Jefes revolucionarios y por el Gobierno 
del Estado, ya por la plaga de la langosta que causó gran- 
des daños en los plantíos de algodón, por lo que no pudo 
recuperarse ni en el cincuenta por ciento de las pérdidas 
del año precedente; y en cuanto d los productos que se ob- 
tuvieron después, debido á los esfuerzos que hicieron para 
allegar nuevos elementos de explotación, aun acudiendo al 
crédito, se creían con derecho d retenerlos para indemni- 
zarse de los perjuicios sufridos por culpa de su consocio, 
y pagar kis deudas que tuvieron necesidad de contraer á 
consecuencia de los daños que les acarreó la conducta de 
su consocio, único responsable de todos los préstamos y 
exacciones de que fueron víctima. 

Reconvención. 

La reconvención se apoyó especialmente en la ley 21, 
título 31, partida 7?, conforme á la cual «quien da razón 
para que venga daño á otro, él mismo se entiende que le 
face,» y se afirmó que el Sr. D. Juan N. Flores dio razón al 
daño cuya indemnización era el objeto de la contrademan- 
da, tanto por su delito de traición á la Patria que fué la cau- 
sa de la confiscación, cuanto por haber escrito unas cartas 
en que se aseguraba que los Martínez ocupaban sin derecho 
las Haciendas como unos usurpadores, y en ese concepto, 
el Gobierno, al confiscar las fincas, ocupó también los in- 
tereses propios de los Martínez, reputándolos como de la 
propiedad del penado. De ahí se dedujo la consecuencia de 
que no podía, ni aun cuestionarse, la responsabilidad direc- 
ta de D. Juan N. Flores hacia los Martínez, para pagarles 
lo que por la exclusiva cuenta del mismo se les exigió, y 
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todo lo que por culpa sólo de él, les fué ocupado; responsa- 
bilidad que se dejó á salvo por el Gobierno Federal en el 
arreglo de diez y seis de Febrero de mil ochocientos sesen- 
ta y siete, en virtud del cual se devolvieron al Sr. Flores los 
bienes confiscados; pero declarando que serían á su cargo 
las reclamaciones de terceros, conforme á las leyes comunes. 
Se consideró que desde aquella fecha era exigible la recla- 
mación de los Martínez, como un crédito claro é indiscutible , 
y Npor lo mismo, se pidió también en la contrademanda el 
pago de los intereses sobre la suma reconvenida, á razón 
del uno por ciento mensual, más los daños, perjuicios y cos- 
tas judiciales. 

Réplica. 

El actor, en su réplica, insistió en que se fallara el ne- 
gocio conforme á las conclusiones de su demanda, y que 
se absolviera de la reconvención. Asentó que la renuncia 
á la sociedad no fué intempestiva; que el Sr. D. Juan N. 
Flores no dejó de estar dispuesto á resarcir los pequeñísi- 
mos gastos y perjuicios que los Martínez hubieran sufrido 
hasta el veintiocho de Mayo y catorce de Julio de mil ocho- 
cientos sesenta y seis, en que respectivamente recibieron 
las cartas en que se les notificaba la renuncia; y, por otra 
parte, que el pago de los daños y perjuicios no constituye, 
según la ley, un requisito previo para separarse de la so- 
ciedad, sino un derecho que pueden ejercitarlos socios per- 
judicados á consecuencia de la separación ó renuncia. Re- 
plicó también que los Martínez tenían la obligación conforme 
á la escritura relativa^ de introducir en la sociedad todo el 
capital que fuera necesario para la explotación de las fin- 
cas, y por lo mismo, las deudas que con ese fin habían con- 
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traído no eran deudas de la sociedad, sino personales, y no 
habían podido retener las haciendas ni sus productos, á 
pretexto de asegurar el pago de tales deudas. 

Por lo que respecta á la reconvención, la parte actora 
la negó, sosteniendo que el Sr. D. Juan N. Flores no dio 
ocasión á los daños que se le imputaban, pues los Martínez 
al contratar conocían perfectamente la condición política 
de su consocio; y por otra parte, que no fueron las causas 
de que hicieron mérito en su contrademanda, las que de- 
terminaron la ocupación de los intereses que había en las 
Haciendas: que si los Martínez sufrieron perjuicios fué 
por su propia culpa, pues precisamente la renuncia á la 
compañía fué motivada por los temores que el Sr. Flores 
abrigaba de los males que podrían sobrevenirles por los 
acontecimientos políticos, habiéndoles dicho que no quería 
que se vieran envueltos en ellos, ni menos tener en él respon- 
sabilidad alguna por los perjuicios que sufrieran; y no obs- 
tante eso, se obstinaron^ en contra de la voluntad del Sr. 
Flores, en apoderarse de las Haciendas. Por lo que mira 
al convenio celebrado con el Gobierno Federal para resca- 
tar los bienes confiscados, sostuvo que no entraña la obli- 
gación de que D. Juan N. Flores pagara lisa y llanamente 
la reclamación de perjuicios presentada por los Martínez, 
pues en tal arreglo solamente se declaró que las tercerías 
pendientes quedarían á cargo del Sr. Flores conforme al 
derecho común^ sin responsabilidad alguna por parte del 
Gobierno. 

Sentencias. 

De la manera reseñada quedaron planteadas las cuestio- 
nes litigiosas. Abierto el juicio á prueba, se rindieron to- 
das las que las partes estimaron conducentes á sus respecti- 
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vas pretensiones; y presentados los alegatos, se pronunció 
sentencia definitiva en quince de Marzo de mil ochocientos 
setenta y cinco, la cual fué favorable á los demandados; 
pero interpuesto el recurso de apelación, y sustanciada la 
segunda instancia, la H. Segunda Sala de este Supremo 
Tribunal hizo plena justicia revocando en todas sus partes 
la sentencia apelada, en su ejecutoria de veinte de Agosto 
de mil ochocientos noventa y uno, en la cual declaró: Pri- 
mero. Que fué legal y procedente la renuncia que de la 
sociedad escriturada en ocho de Marzo de mil ochocientos 
sesenta y seis hizo el Sr. D. Juan N. Flores. Segundo. Que 
también fué procedente la demanda de rescisión que se in- 
terpuso, habiéndose prohado las causales por las que se 
solicitó. Tercero. Se absuelve á la testamentaría de D. Juan 
N.Flores de la reconvención opuesta. Cuarto. Se condena á 
D. José María Martínez y á la testamentaría de D. Pedro 
del mismo apellido, d rendir cuentas con justificación y pa- 
go d la testamentaría, de D. Juan N. Flores, del manejo de 
las Haciendas por todo el tiempo que fueron en poder de 
aquellos señores. Quinto. Se les condena igualmente al pa- 
go de todas las costas causadas en el juicio. 

Fundamentos de la sentencia de segunda instancia. 

La Sala sentenciadora, fundándose en el espíritu de la 
ley If, título 10, Partida 5?, establece el principio jurídico 
de que, una vez perdida la confianza que se depositó en el 
socio, bien puede renunciársela compañía; siendo esto evi- 
dente tratándose de compañías por tiempo ilimitado, en 
las que basta al socio que quiera separarse que manifies- 
te á sus compañeros su voluntad de hacerlo así, mas en las 
de tiempo fijo deberá pagar á sus consocios todo el daño 
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y el menoscabo que les viniere por esta razón. Tal es el 
fundamento legal en que descansa la primera parte resolu- 
tiva de la sentencia. 

En segundo lugar, la misma Sala, con fundamento de la 
la ley 14, título 10, Partida 5?, declara que puede partirse 
la compañía antes del tiempo fijado, por algunas de las 
causas especificadas en la ley citada, y decide que dos 
de esas causas se han alegado en el presente caso para 
pedir la rescisión del contrato, las cuales se han probado 
suficientemente; siendo esas causas, la mala condición de 
los socios y el no haber dado cumplimiento á lo expresa- 
mente estipulado. La mala condición estriba en que D. Pe- 
dro Martínez fué proveedor de los franceses en el Parral, con- 
trabandista de algodón y y manifestó su propósito de apro- 
vecharse de las eventualidades políticas con perjuicio de D. 
Juan N. Flores. La falta de cumplimiento á las condiciones 
estipuladas, también se probó, á juicio de la Sala, ya por 
la falta de inventario, ya por no haber entregado al Sr. Flo- 
res su parte en las utilidades, ya también por no haberlo 
preferido en la venta de los frutos, pues ni aviso le dieron 
para que hubiera podido ejercitar su derecho del tanto. De 
ahí deduce la consecuencia de que los Martínez «no guar- 
daron la condición, ó el pleito, sobre que fué hecha la compa- 
ñía señaladamente^» y por lo mismo, el socio D. Juan N. 
Flores pudo separarse de ella. 

Agrega la sentencia, en el tercer considerando, que iiu- 
bo otra causa más para separarse de la sociedad, y fué el 
hecho de que los Martínez ocurrieron al Comandante fran- 
cés para que obligase al Juez de la localidad á extraer de 
poder de uno de los dependientes de D. Juan N. Flores las 
listas de los trabajadores, como en efecto se verificó. Es- 
tima la Sala que ese medio violento bastaba para perder 



Digitized by VjOOQIC 



33 

el derecho de entrar en leg^al posesión de las fincas, y que 
constituye una causa para más separarse de quienes tales 
medios ponían en práctica para llevar adelante la sociedad. 

En el cuarto considerando se enumera también, como 
causa legal de la rescisión del contrato, la circunstancia de 
haber sido confiscadas las Haciendas de D. Juan N. Flores 
antes de entablada la demanda, lo cual, á juicio de la Sala, 
sería bastante, prescindiendo de todas las demás conside- 
raciones, para tener por insubsistente el contrato de socie- 
dad; pues con arreglo á la citada ley de Partida, la «quarta 
razón para que un socio pueda separarse del otro, es quan- 
do aquella cosa por la qual fué echa la compañía, es embar- 
gada, de manera que non pueden usar della.^ 

Por lo que atañe á la reconvención, la Sala sentenciado- 
ra funda la absolución en los siguientes motivos: Primero. 
No está probada la cantidad contrademandada, las prue- 
bas son suficientes^' y estima inútil detallar minuciosamente 
las deficiencias, porque, aun aceptando plenamente proba- 
da la cantidad total, objeto de la reconvención, ésta no se- 
ría procedente. Segundo. Conforme á la escritura social 
todas las exacciones han debido cargarse á la sociedad: ^ov 
esta razón la Sala considera temeraria y absurda la preten- 
sión de que un socio pague á sus consocios nosólo la parte 
que ellos han debido perder, sino lo que él también perdió 
de su propio caudal. En el supuesto de que al tiempo de 
las exacciones hubiera existido la sociedad, la responsabi- 
lidad por culpa ó delito de un socio se reduciría á pagar 
á sus consocios la parte que debería corresponderles en los 
frutos perdidos. Tercero. Aun con la limitación que aca- 
ba de expresarse, la Sala juzga que es improcedente la re- 
convención, porque no estd probado que los daños sobre- 
vinieron j^or culpa del Sr. D. Juan N. Flores; pues por una 
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parte, no consta en autos que haya sido condenado por el 
delito de traición, y por otra, sí consta que los Martínez 
ocurrieron al enemigo de la República para llevar adelan- 
te el contrato, y que el Gobierno del General Aranda qui- 
so que también sobre ellos recayeran las providencias de 
ocupación de bienes. 

Por último, reconoce la Sala el principio jurídico de que, 
todo el que posee bienes ajenos, tiene la obligación natu- 
ral de rendir cuentas; y como los Martínez disfrutaron y po- 
seyeron por mucho tiempo las haciendas de Avilez y Ane- 
xas, aun después de levantada la confiscación y mandadas 
entregar á su dueño el Sr. Flores, habiendo logrado apo- 
derarse nuevamente de ellas, mediante una orden arbitra- 
ria déla autoridad administrativa del Estado, contra la que 
se obtuvo el amparo de la Justicia Federal, es evidente, á 
juicio de la misma Sala, la responsabilidad y la obligación 
que tienen los referidos Martínez, de rendir cuentas, como 
se declara en el cuarto punto resolutivo de la sentencia. 

Recurso y sentencia de Casación, 

Contra esa ejecutoria interpuso Don José María Martínez 
el recurso de casación, en cuanto al fondo del negocio, por 
las causas y medios que más adelante expondré, al anali* 
zar y refutar su escrito relativo. En nueve de Noviembre 
de mil novecientos uno, la Sala de casación, desconocien- 
do por completo sus atribuciones, desnaturalizando el re- 
curso, y lesionando gravemente los derechos de mi parte, 
tuvo á bien casar la sentencia recurrida, revocarla en to- 
das sus partes, y decidir el fondo del litigio en sentido 
favorable á las pretensiones de los demandados. 
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Amparo contra la sentencia de casación. 

Afortunadamente ese fallo ha sido borrado de los anales 
de la jurisprudencia por el amparo que la Justicia Federal 
tuvo á bien conceder á la testamentaría que represento; y 
en tal virtud, el asunto va á ser decidido nuevamente por 
la H. Sala de casación á la que me dirijo, compuesta de res- 
petables Magistrados, distinguidos por su integridad y 
sabiduría, de quienes fundadamente debo esperar una de- 
cisión que responda al prestigio de la Administración de 
Justicia en el Estado, que reivindique la soberanía de sus 
tribunales, afirme el respeto á la cosa juzgada, y cierre la 
puerta al abuso que frecuentemente se hace de la casación, 
bajo cuyo nombre se intenta las más veces promover una 
revisión de los juicios, con detrimento del interés público 
y de los derechos de los litigantes de buena fe. 

Trámite de citación para la vista. 

He indicado al principio de este escrito que, según el es- 
tado de los autos, procede que se efectúe esta vista. El 
punto es tan claro, que no necesito esforzarme en su demos- 
tración. La sentencia de nueve de Noviembre de mil nove- 
cientos uno, quedó sin efecto en virtud del amparo concedido 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La sentencia 
que concede amparo, dice el art 825 del Código de Proce- 
dimientos Federales, deja sin efecto el acto reclamado y 
restituye las cosas al estado que guardaban antes de violarse 
la Constitución. Por consiguiente, el negocio se haya en 
estado de sentencia; y como no sería posible pronunciarla 
sin la vista, la cual es indispensable para que el nuevo per- 
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sonal de la Sala se informe del negocio; y como, por otra 
parte, á toda sentencia definitiva debe pieceder la citación 
de las partes, que en los tribunales superiores se substituye 
por la declaración de «Vistos,» es evidente qu« procedió en 
el caso la citación para la vista que hoy se efectúa. 

Recurso de casación, su naturaleza y condiciones. 

Paso á tratar del recurso de casación interpuesto por 
Don José María Martínez, estudiándolo primero en su as- 
pecto de legal interposición, y en seguida, de una manera 
subsidiaria, en sus medios, ó violaciones de ley que se invo- 
can. No será ocioso establecer previamente ciertas consi- 
deraciones generales sobre la naturaleza y condiciones del 
recurso, á fin de poder apreciar mejor los defectos radicales 
que vician al interpuesto por Don José María Martínez. 

«El recurso de casación, dice Caravantes, es un remedio 
supremo y extraordinario contra las sentencias ejecutorias 
de los tribunales supremos, dictadas contra ley ó doctrina 
admitida por la jurisprudencia, ó faltando á los trámites 
substanciales y necesarios de los juicios para que, decla- 
rándolas nulas y de ningún valor, vuelvan á dictarse, apli- 
cando ó interpretando rectamente la ley ó doctrina legal, 
quebrantadas en la ejecutoria, ú observando los trámites 
omitidos en el juicio, y para que se conserve la unidad é 

integridad de la jurisprudencia El objeto de los 

recursos de casación no es tanto enmendar el perjuicio ó 
agravio inferido á los particulares en las sentencias ejecu- 
torias, ó el remediar la vulneración del interés privado, 
cuanto el atender á la recta, verdadera, general y uniforme 

aplicación é interpretación de las leyes No es, pues, 

el objeto del recurso de casación reformar rodas las sen- 
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tencias injustas, ni correg^ir todos los errores, ignorancias, 
ó injusticias de los jueces. (Tratado de los Procedimientos 
judiciales, tomo III, números 1,491, 1,492 y 1,493.) 

«El recurso de casación no es una tercera instancia (dice 
el Sr. Laserna en sus Motivos de la ley de enjuiciamiento 
civil española.) No pueden ser objeto de él cuestiones de 

hecho, de justicia ó injusticia más alto es el fin del 

recurso, más graves las atribuciones del tribunal. Va á de- 
cidir una cuestión de derecho, va á juzgar si se ha quebran- 
tado la ley ó no, por un tribunal superior; va á cortar en 
su raíz las malas interpretaciones de la ley, que por igno- 
rancia, por error ó malicia, se dan en un pleito, y que, á 
quedar sin correctivo^ podrían citarse después como pre- 
cedentes autorizados, generadores de jurisprudencia; va á 
vigilar, por último, por la genuina, por la reeta aplicación 
de la ley escrita.» 

Los jurisconsultos Manresa y Reus, al estudiar la natu- 
raleza y origen del recurso de casación, precisan los puntos 
de semejanza y de diferencia con los antiguos recursos de 
«segunda suplicación» y de «injusticia notoria» y demues- 
tran que el primero se distingué de los segundos por su 
naturaleza y objeto. «En éstos se entraba de lleno en el 
examen de los autos, calificando las pruebas, apreciando 
los hechos, y decidiendo del derecho de las partes en aquel 
litigio, como se hace en última instancia, sin otra trascen- 
dencia para el orden público: no así en el recurso de casación 
cuyo objeto es más elevado y trascendental. (Comentario á 
la ley de enjuiciamiento civil, tomo IV, título XXI.) 

La doctrina que precede, no es la opinión personal de los 
autores españoles que la profesan, es la consagrada por la 
jurisprudencia de todos los países que tíenen establecido en 
sus procedimientos judiciales el recurso de que se trata. 
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porque esa doctrina entraña lo esencial del recurso de ca- 
sación, y bajo este concepto el recurso, fundamentalmente 
tiene que ser uno mismo en todas las partes del mundo. 
Fácil sería acopiar innumerables ejecutorias y enseñanzas 
de jurisconsultos en comprobación de lo expuesto; pero 
sería alargar demasiado esta exposición. Sin embargo, no 
omitiré citar al Consejero déla Corte de casación de Francia, 
Crepon, quien en forma breve y precisa, resume con clari- 
dad las atribuciones de la Corte de casación y la naturaleza 
del recurso. «La Corte de casación, dice, no es un grado 
de apelación ó de jurisdicción ordinaria, porque en realidad 
no juzga del proceso, no aplica el derecho á los hechos de 
la causa y á las partes litigantes Se ha dicho frecuen- 
temente que la Corte de c^.sslc[6ii no juzga el proceso, sino 
las sentencias, y esto es verdadero en el sentido de que 
juzga únicamente si la sentencia ha hecho una sana y exacta 
aplicación de la ley al caso; pero le está vedado hacer ella 
misma esa aplicación.» (Du Pourvoi en cassation, tomo I, 
Libro n, capítulo I, núms. 2 y 3.) Y más adelante agrega: 
«Hemos dicho al principio de este estudio, que la jurisdic- 
ción de la Corte de casación difiere esencialmente de la 
que ejercen los tribunales que le están subordinados; que 
aquella se ejerce, menos en interés privado, que en interés 
público; que no conoce del fondo de los negocios; en fin, 
que está llamada á reprimir las contravenciones á la ley^ 
y no á conocer de lo mal juzgado » Y concluye ci- 
tando en confirmación, un extracto de los considerandos 
que preceden á la opinión del Consejo de Estado de 18 de 
Enero de 1806, como un documento importante que da á 
conocer con exactitud, cual es el verdadero carácter de la 
misión conferida á la Corte Suprema. 

Si tales son los principios de la ciencia y los precedentes 
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de la legislación, no parecerá extraño que los Códigos de 
México los hayan reconocido más ó menos explícitamente 
en sus preceptos, y que la jurisprudencia de los tribunales 
los haya consagrado en sus ejecutorias. Así se explica que 
la ley positiva disponga que el recurso de casación en cuan- 
to al fondo del negocio sólo procede cuando la decisión 
es contraria á la letra de la ley y ó ásu interpretación jurí- 
dica, ó cuando comprende personas, cosas ó acciones que 
no han sido objeto del recurso, ó no comprende todas las 
que lo han sido (arts. 1613 del Código del Distrito Federal 
de 15 de Agosto de 1872, que anteriormente rigió en el 
Estado, y 680 del que rige en la actualidad). Por eso el 
primero de los Códigos que acaban de citarse mandaba 
terminantemente que el tribunal no debía examinar los 
hechos en que consistiera la prueba, ni su apreciación, ni 
la justicia ó injusticia de la sentencia; sino que se limitara 
á declarar si la ley había sido infringida al aplicarse al caso 
(arts. 1614 y 1615). Por igual razón el Código vigente pre- 
ceptúa que el tribunal no ha de apreciar más que las cites- 
tiones legales que sean objeto de la casación y los funda- 
mentos jurídicos que hayan servido ó deban servir para 
decidirla (art. 681). Inspirándose en aquellos mismos prin- 
cipios, uno y otro Código exigen que sea cual fuere el 
motivo de la casación, el tribunal debe decidir si el recurso 
se ha interpuesto legalmente (arts. 1640 y 700). 

Necesidad de llenar previamente ciertas condiciones 
de legal interposición. 

Dedúcese de lo expuesto, que el recurso de casación es 
un recurso supremo y extraordinario, que ha sido creado 
más bien por razones de orden y de interés público, que 
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de interés privado, y que el Tribunal no ejerce una juris- 
dicción común, sino extraordinaria y excepcional, limitada 
á los casos netamente precisados en la ley, y con sujeción á 
las condiciones establecidas. Y no podía ser de otra ma- 
nera. El orden social exige que los pleitos tengan pronto 
término, que no se multipliquen las instancias de los juicios; 
que se respete la cosa juzgada, por la presunción de ser 
justa y verdadera. Se ha considerado suficiente garantía 
de acierto, para los derechos privados, que un Tribunal 
Superior revise los fallos de primera instancia; y sólo por 
consideraciones más elevadas, por el interés de la ley, se 
permite que se abra un nuevo debate, ya no sobre la cues- 
tión litigiosa, sino sobre la ejecutoria en sus relaciones con 
la ley, para ver si entre aquella y ésta existe lazo jurídico. 
«A eso responde, como escribe la autorizada pluma del 
distinguido letrado mexicano Don Agustín Rodríguez, la 
exigencia de llenar con el rigor más escrupuloso ciertos 
requisitos previos que ameritan la vista del recurso en ca- 
sación, los cuales, por lo mismo, no pueden considerarse 
como fórmulas y ritualidades encaminadas á dificultar el 
ejercicio de ese derecho, á envolverlo en conceptos inin- 
teligibles, á frustrar de antemano el remedio supremo con- 
tra sentencias que desconocen ó infringen la ley.» (Estudio 
sobre el recurso de casación.) 

En efecto, el cumplimiento de las condiciones previas 
para la admisión, hace legal la interposición del recurso; 
y sólo en este caso puede 'la Sala ejercer sus atribuciones 
de examen sobre el fondo de la casación. Propiamente pue- 
de afirmarse que de ahí depende el uso de la jurisdicción 
extraordinaria que la ley le confiere. Así como no puede 
fallar nuevamente sobre el fondo del negocio, mientras no 
se rompa la sentencia recurrida en virtud de la casación. 
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así tampoco puede entrar al examen de las violaciones in- 
vocadas como medios de casación, si no se plantean recta- 
mente las cuestiones legales que sean objeto del recurso, y 
si no se llenan satisfactoriamente todas las condiciones de 
admisibilidad y procedencia que constituyen la legal inter- 
posición. 

Distintas funciones de la Sala de Casación. 

Con toda propiedad la Sala de Casación desempeña, ó 
tiene que desempeñar, tres funciones perfectamente distin- 
tas, que. no dejan de serlo por la coincidencia de estar 
encomendadas á un mismo tribunal: 1? decidir si el recurso 
ha sido bien interpuesto: 2? decidir si se ha quebrantado 
la ley, y casar la sentencia recurrida: 3? una vez casada la 
sentencia, fallar sobre el fondo del negocio. Ese triple grado 
de funciones ha sido invariablemente reconocido por la 
jurisprudencia de la primera Sala del Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal, 

Las tres funciones á que me refiero están encomendadas 
en Francia á distintos tribunales, como son: la «Chambre 
des requetes,» la «Chambre civile» y el Juez ó Tribunal de 
«renvoi.» Troplong adoptó una fórmula absolutamente 
exacta para caracterizar el respectivo papel de aquellas dos 
Cámaras. «La Cámara des reqv£tes, dice, es como el portero 
que no abre la puerta del Santuario, sino á quien le parece; 
y la Cámara civil sólo tiene el derecho de juzgar á aquellos 
á quienes se ha dejado entrar.» En cuanto al Tribunal de 
renvoi, ya se comprende que es el tribunal ordinario que 
ejerce las funciones propias de su grado, pronunciando 
nueva sentencia, como en vía de apelación. 

Los comentadores de la ley española, Manresa y Reus, 
conceden tal importancia á la admisión previa del recurso. 
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que abogan por el establecimiento en España, de una Sala 
especial de calificación, á semejanza de la Cámara des re- 
quetes^ y la consideran como un medio á propósito para 
reducir el recurso á sus justos límites. «Por falta de esa 
circunstancia, dicen, y por ser nueva la institución, no es 
de extrañar se citen con frecuencia, para fundar los recur- 
sos, doctrinas impertinentes, y leyes que no han sido infrin- 
gidas, ó que no conducen al caso .... La Sala de calificación 
hubiera en tales casos desechado de plano las notoriamente 
impertinentes, fijando los puntos que debían debatirse, con 
la grande economía de tiempo que es consiguiente.» (Ley 
de enjuiciamiento, tomo IV, título XXI.) 

Debe decidirse previamente sobre la legal interposición. 

Estas son las razones por las cuales pido que la H. Sala 
de casación se sirva decidir previamente si el recurso in- 
troducido por Don José María Martínez está legalmente 
interpuesto. No es una cuestión de mero orden lógico, es 
un punto fundamental de jurisdicción. 

Si de tanta trascendencia es la interposición legal del 
recurso, no llamará la atención que me ocupe especialmente 
en demostiar los vicios de que adolece el interpuesto por 
Don José María Martínez. 

Requisitos de legal interposición, cita de la ley infringida. 
No es procedente el interpuesto por Martínez. 

Tiene establecido la jurisprudencia, de acuerdo con los 
preceptos positivos de laley, que para la interposición legal 
del recurso deben llenarse los requisitos de tiempo, forma 
y procedencia. Este último, sin duda el más importante, ha 
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estado muy lejos de ser cumplido en el escrito de Don José 
María Martínez, No puede prosperar un recurso de casa- 
ción si no se cita la ley infringida. El artículo 1624 del 
(Jódigo de Procedimientos de 1872, exige ese requisito; y 
el 689 del vigente agrega que debe precisarse el hecho en 
que consista la infracción, pues de lo contrario se tendrá 
el recurso por no interpuesto. La jurisprudencia enseña que 
también es necesario expresar el concepto en que la ley 
haya sido violada. Sin necesidad de la explícita declara- 
ción agregada en el artículo 689 citado, ni de la doctrina 
adoptada por la jurisprudencia, no puede negarse que el 
precepto contenido en el artículo 1624 del antiguo Código, 
entraña no solamente la obligación de citar la ley infringi- 
da, sino explicar la violación, pues nada significaría la 
simple referencia á una ley determinada sin expresar el 
hecho y el concepto de la violación. No se comprende cómo 
podría invocarse aptamente un medio de casación, sin ex- 
poner en qué consiste. Pues bien, de tamaño defecto ado- 
lece el recurso interpuesto por Don José María Martínez; 
en él no se citan las leyes quebrantadas por la Segunda Sala, 
ni menos el hecho en que consista la infracción, ni se explica 
el concepto en que aquellas han sido infringidas. El recu- 
rrente se limita á afirmar que sus alegaciones «fundan con 
evidencia la violación de las leyes de Partida en que la 
sentencia de segunda instancia pretende apoyar sus reso- 
luciones, y que esas leyes están violadas por su ilegal apli- 
cación. Léase todo el escrito y no se encontrará ninguna 
otra palabra relativa á determinar la ley infringida, ni á 
precisar el medio de casación. Esta observación general 
basta para tener el recurso como improcedente, porque 
falta la base fundamental de la queja. 
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Necesidad de la indicación de los medios de casación. 

No se atribuya á rigorismo irracional y arbitrario, la 
exigencia del requisito á que me refiero. Oigamos lo que 
á este respecto enseña Crepon, á quien más de una vez 
tendré que citar, por ser tan autorizadas sus opiniones: «La 
indicación de los medios en que se funda el recurso de ca- 
sación es evidentemente una parte esencial de este recur- 
so. No basta á los Jueces de la Corte Suprema saber que 
se ha atacado tal sentencia, es menester que sepan por qué 
agravio se le ataca. La falta de indicación de esos medios 
de casación hace el recurso inadmisible, porque deja á los 
Jueces en la ignorancia de lo que se reprocha á la senten- 
cia atacada.» (Obra citada, tomo I, libro II, capítulo 1^ nú- 
mero 91.) 

La doctrina anterior está confirmada por varias ejecuto- 
rias. No omitiré citar algunas en que se ha declarado im- 
procedente el recurso, por el vicio á que me refiero, y que 
son de perfecta aplicación al caso. La sentencia del Tribu- 
nal de casación de Bélgica, de primero de Julio de 1835, 
consagra el principio de que en el escrito de casación debe 
indicarse el texto de la ley d la cual se ha contravenido; de 
modo que, en una cuestión relativa á derechos de particu- 
lares sobre caminos comunales, declaró que no. bastaba, 
para atacar la sentencia que desconoció esos derechos, 
invocar el art. 543 del Código Civil, que no hace más que 
anunciar los derechos que se pueden tener sobre esos bie- 
nes, una ejecutoria de Francia declara también que el 
recurso es inadmisible si el escrito se limita, en cuanto á la 
indicación de los medios, á decir que se ataca la sentencia 
por haber contravenido á las leyes de la materia. (Cass. 11 
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Pluv. an XI.) En otra ejecutoria francesa de 3 de Febrero 
de 1806, se establece que el recurso es inadmisible cuando 
los quejosos no han articulado ningún medio de casación 
en apoyo de su recurso, sino solamente alegaciones vagas 
é insignificantes, que no llenan el requisito de la ley rela- 
tivamente á esa formalidad necesaria. 

El recurso de Martínez no cita las leyes violadas, ni es 
procedente por referirse á puntos de hecho. 

En el recurso interpuesto por D. José María Martínez, ni 
siquiera se citan las leyes infringidas, como llevo dicho, se 
alude en general, á las leyes en que se funda la sentencia 
recurrida: mucho menos se explica en qué consiste la vio- 
lación. Su escrito no contiene más que alegaciones vagas é 
insignificantes, que no importan un medio legal de casa- 
ción. Pero, además, dicho escrito adolece de otro defecto 
substancial que radicalmente vicia la interposición. El art. 
1614 del Código de Procedimientos Civiles, que regía en 
el Estado cuando se interpuso el recurso, y que por lo mis- 
mo, ha de ser el que se aplique al calificar la procedencia 
del propio recurso, dispone que, el Tribunal no debe exami-- 
nar los hechos en que haya consistido la prueba, ni su apre- 
ciación, ni la justicia ó injusticia de la sentencia. Según es- 
to, toda cuestión de hecho está fuera del alcance de la Sala 
de casación. 

<<^Es necesario insistir, dice Crepon, sobre una regla que 
preside á todas las decisiones de la Corte Suprema, y po- 
nerla de relieve: la Corte de casación no tiene el derecho 
de reformar lo mal juzgado, si la decisión no viola un prin- 
cipio de derecho formulado en una ley. Por evidente que 
sea que los jueces del fondo se hayan engañado en laapre- 
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ciación de los hechos, de los actos sometidos á su examen, 
esta apreciación, en tanto que queda en el dominio del hecho 
escapa al control de la Corte de casación, y por consiguien- 
te es soberana. En otros términos, la Corte de casación no 
puede anular una sentencia del juez por error de hecho, si- 
no solamente por error de derecho.^ (Obra citada, tomo III, 
número 7.) 

«No dan lugar á este recurso, escribe Caravantes, las 
cuestiones puramente de hecho, esto es, las que versan so- 
bre hechos que no constituyen derecho, ó que aún cuando 
tengan relación con la ley, el tribunal a quo los ha califi- 
cado conforme á las prescripciones legales, porque entrar 
en el examen de los meros hechos para decidir sobre ellos, 
sería convertir la casación en una nueva instancia, contra 
la naturaleza de este recurso.» (Obra citada, tomo III, nú- 
mero 1,541.) 

Este principio fundamental ha sido reconocido por las 
ejecutorias de los tribunales. «El Tribunal Supremo, dice 
la sentencia española de 22 de Febrero de 1861, debe ate- 
nerse, en cuanto á los hechos, á la apreciación que haga de 
ellos la Sala sentenciadora.» «No son susceptibles de casa- 
ción los hechos apreciados en la sentencia ejecutoria, por- 
que este recurso no tiene por objeto estimar, ni averiguar 
si los tribunales han apreciado bien ó mal las cuestiones de 
hecho, sino evitar que se cometan infracciones de ley. (Sen- 
tencia de 19 de Abril de 1861.) 

Cuestiones de hecho. Requisitos para que puedan ser 
vistas en casación conforme á la Jurisprudencia moderna. 

En consecuencia, la ley, la doctrina y la jurisprudencia 
de los tribunales, exigen que el recurrente en casación, res- 
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pete las cuestiones de hecho, como las haya planteado y 
resuelto el tribunal sentenciador, en uso de su poder sobe- 
rano de apreciación. Podrá objetarse que esto es induda- 
ble conforme al Código de 1872, dados los términos cate- 
góricos del art. 1614; pero que reformado ese artículo por 
el Código que rige en la actualidad, puede rectamente ser 
llevadas al tribunal de casación cuestiones de hecho que 
entrañen derecho, y aún revisarse la calificación de actos 
y la valorización de pruebas. En la evolución científica 
porque ha pasado la teoría de la casación, es cierto que se 
han traspasado los límites estrechos á que antiguamente es- 
taba reducido el tribunal de casación respecto á la estima- 
ción de las pruebas y establecimiento de los hechos. Sin 
duda esa evolución fué la que preparó y determinó él pro- 
greso alcanzado con la reforma científica que se hizo al Có- 
digo del Estado, á semejanza de la que sufrió el del Distrito 
Federal. Pero hay que advertir, en primer lugar, que la 
procedencia del recurso debe calificarse conforme al Códi- 
go vigente en la época que se interpuso; y en segundo lu- 
gar, que aún aplicando la teoría aceptada por el nuevo Có- 
digo, la queja del Sr. Martínez no puede prosperar, j^orgí^ 
no se cita la ley reguladora de la prueba que haya sido in- 
fringida por el tribunal sentenciador al fijar los hechos á 
fin de concluir que éstos deben establecerse de manera dis- 
tinta y adecuada á la pretensión del recurrente; pues de lo 
contrario, el recurso no procede, como lo tiene declarado 
la Primera Sala del Tribunal Superior de Justicia del Dis- 
trito Federal, en repetidas ejecutorias, y principalmente en 
la de 19 de Julio de 1897, siguiendo las reglas generales 
sobre legal interposición. En consecuencia, es de desechar- 
se el recurso en todo lo que signifique un pretendido agra- 
vio fundado en la estimación y establecimiento de los he- 
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chos; el recurrente no ha podido alegar con eficacia como 
concluye en su escrito de casación, que con semejantes apre- 
ciaciones (las de la Segunda Sala) la sentencia de Segunda 
Instancia es injusta, es atentatoria, es ilegal.» 

Estas razones generales persuaden íntimamente de que 
no es legal la interposición del recurso promovido por Mar- 
tínez; pero además, hay que examinar separadamente cada 
uno de los capítulos de casación, presentándolos con la ma- 
yor claridad posible, procurando interpretar el escrito del 
recurrente, ya que sus términos son demasiado vagos y con- 
fusos, Al mismo tiempo señalaré los vicios peculiares de 
cada capítulo, para que no se me reproche el haberme ocu- 
pado únicamente en exponer las teorías generales de casa- 
ción; pues, si he tratado esos puntos, ha sido con el ñn de 
patentizar cuan lejos está el escrito de D. José María Mar- 
tínez de responder á la naturaleza del recurso que entabla 
y de llenar los requisitos que la ley y la doctrina exigen 
para que pueda prosperar un recurso tan delicado y de tan- 
ta trascendencia, como es el recurso de casación. 



Enumeración de los capítulos de casación. 

Aunque con mucha dificultad, por laincoherenciay obscu- 
ridad en que está concebido el escrito de casación, llega por 
fin á descubrirse que el recurso parece que se ha interpues- 
to por los siguientes capítulos: 

1^ Contradicción en las razones por las cuales se declara 
procedente la rescisión del contrato; pues, ó se rescinde por 
la renuncia, ó por alguna de las causas legales de separa- 
ción; mas no por los dos motivos conjuntamente. 

2^ Contradicción por el hecho de declarar rescindible la 
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sociedad, declarándose al mismo tiempo que el contrato 
concluyó por la confiscación. 

3^ Falta de base para la rescisión, supuesto que el actor 
recuperó de hecho la posesión de las Haciendas en virtud 
del amparo concedido por la Justicia Federal, en el curso 
del juicio. 

4^ Falta de prueba sobre el hecho de que la renuncia á 
la sociedad haya sido oportuna, pues no bastaba probar que 
el Sr. Flores escribió oportunamente á los Martínez, sino que 
éstos recibieron á tiempo las cartas; y por lo mismo se sos- 
tiene por el recurrente que no es aplicable al caso la ley. 

6^ Se ha fallado sobre acción no deducida, pues se de- 
clara procedente la rescisión á causa de la confiscación de 
bienes, cuando en la demanda no se alude á esa causa. 

6^ Violación de la ley del contrato haciendo pesar sobre 
los Martínez las exacciones que fueron impuestas al Sr. Flo- 
res según los términos de las órdenes relativas, y afectando 
los intereses propios de aquellos, que no dejaron de serlo 
por haberlos llevado á la sociedad. 

7^ Haberse concedido por la sentencia más de lo deman- 
dado, porque condena á rendir cuentas por el tiempo que 
los Martínez retuvieron las Haciendas, y por la administra- 
ción correspondiente al período en que esas fincas estuvie- 
ton entre los bienes concursados á los mismos Martínez. 

Por ninguno de los capítulos enumerados es apta la que- 
ja para verse en casación. 

Examen del capítulo de casación relativo á la contradicción 
en la sentencia. 

El recurso de casación por su propia naturaleza es de es- 
tricta interpretación, de modo que no puede extenderse á 
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casos no previstos por el legislador. Los Códigos del Esta- 
do, así el antiguo como el vigente, previenen que el men- 
cionado recurso, en cuanto al fondo del negocio, sólo pro- 
cede por violación de la ley aplicable al caso, ó por incon- 
gruencia entre la sentencia y la demanda. Exigen también 
que al introducir el recurso, se alegue expresamente algu- 
na de las causas legales sin que sea lícito cambiarla, ó alegar 
después otra diversa. Fuera de aquellas causas de casación 
no admite el Código una tercera, como es la de que el fa- 
llo contenga resoluciones contradictorias; á diferencia de 
otros Códigos, como el del Estado de Tlaxcala, que expre- 
samente enumera esa otra causa (art. 694, frac, III). Por esta 
sola consideración debe declararse en esa parte, como He- 
galmente interpuesto, el recurso introducido por D. José 
María Martínez. Pero aún admitiendo que la contradicción 
en las resoluciones de un fallo sea una causa de casación, 
no expresamente prevista por la ley, sino comprendida en 
la primera causa ó sea en la violación relativa al fondo del 
negocio por mala aplicación de la ley, el recurso que im- 
pugno es inadmisible porque no llena las condiciones ge-- 
nerales de legal interposición. No se cita la ley que haya 
sido infringida por las supuestas decisiones contradictorias 
y solamente se arguye con este dilema: si la rescisión de la 
sociedad procede por la simple renuncia, es inaplicable la 
ley que autoriza la separación par causa; y si procede por 
causa, es inaplicable la ley relativa á la renuncia. Prescin- 
diendo del defecto lógico del dilema para que fuera conclu- 
yente, y censurándolo únicamente en su aspecto como me- 
dio de casación, se ve con luz meridiana que no puede ser 
apta esa interposición de recurso por la muy sencilla razón 
de ser doblemente hipotético. La sentencia no tergivérsalos 
casos y las leyes respectivamente aplicables; resuelve cada 
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uno aplicando la ley correspondiente: decide, la rescisión 
por renuncia, con arreglo á la ley relativa; y la rescisión por 
causa, según la ley propia de ese caso. El recurrente por 
el contrario, hace supuesto de la dificultad, estableciendo 
conclusiones contrarias á las asentadas por la Sala; y en 
consecuencia, su recurso no puede prosperar, conforme á 
la jurisprudencia consagrada por innumerables ejecutorias 
mexicanas y extranjeras que sería prolijo citar. 

Examen de ios capítulos 2? y 5?. Recurso contra 
los considerandos- 
No menos improcedente es el recurso de casación por los 
capítulos 2? y 5? que por ser muy semejantes conviene exa- 
minarlos á la vez. En ellos no se impugna la parte resolur 
tiva del fallo, que es la única contra la cual se concede el 
recurso^ sino algunos argumentos ó considerandos de la 
sentencia que no rigen directa y exclusivamente la decisión. 
En efecto, la sentencia de segunda instancia reposa fun- 
damentalmente sobre dos bases de hecho soberanamente 
establecidas por la Sala sentenciadora: primera, el Sr. D. 
Juan N. Flores notificó oportunamente á los Martínez su 
renuncia á la sociedad antes de que ellos hubieran dado 
principio á la ejecución del contrato; segunda, ha habido 
causas legales que ameritan la separación, entre otras, la 
falta de cumplimiento por parte de los Martínez á las obli- 
gaciones que el contrato de sociedad les impuso. Estable- 
cidos asilos hechos, la Sala aplica respectivamente las leyes 
de Partida que rigen uno y otro caso, y de esta manera fun- 
da sólidamente la parte resolutiva de la sentencia recurrida. 
Pero además de esos motivos principales, la Sala agrega 
en calidad de razones subsidiarias y superabundantes, que 
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la confiscación de bienes de D. Juan N. Flores y el embargo 
consigaiente de las fincas, fué otra causa legal de disolución 
de la sociedad, y que el contrato desde entonces quedó sin 
objeto, y por lo tanto, insubsistente. 

No entraré á examinar si la Sala hizo bien ó mal en apo- 
yar su fallo en esas otras razones. Se trata únicamente de 
resolver si el recurrente puede pedir la casación de la sen- 
tencia por el solo hecho de que la Sala de segunda instan- 
cia haya agregado en los motivos de su decisión aquellas 
razones no invocadas en la demanda. 

Es un punto elemental fuera de toda discusión, que el 
recurso de casación no procede contra los considerandos 
del fallo que no rigen directa y exclusivamente la parte re- 
solutiva. En efecto, el recurso se da contra la decisión: si 
ésta es legal, nada importan los errores, los falsos argumen- 
tos, las doctrinas inadecuadas, ni aún la torcida interpreta- 
ción de otras leyes, que se comprendan en algunos de los 
motivos del fallo: esos errores, aunque sean de derecho, no 
se traducen en violación efectiva de ley, son puramente teó- 
ricos, y no lastiman el derecho del litigante; no apoyan la 
parte resolutiva de la sentencia, la cual se sostiene sólida- 
mente por otros motivos legales. «Se ha juzgado también, 
escribe Crepon, que el error en los motivos de una senten- 
cia no da lugar á la casación si por otra parte lo dispositivo 
está justificado por otros motivos;» y en comprobación de 
esa tesis hace referencia á innumerables ejecutorias. (Tomo 
ni, número 97.) 

La jurisprudencia española profesa la misma teoría. «El 
recurso de casación sólo procede contra las decisiones de 
las sentencias, y no contra los fandaraeatos de hecho y de 
derecho que con más ó menos oportunidad y acierto pue- 
dan consignarse en ellas.» (Sentencias de 18 de Junio de 1857 
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y 1? de Diciembre de 1860.) «Lo que constituye la decisión 
judicial, dice Caravantes, es su parte tiispositiva, y no los 
motivos ó considerandos, porque éstos no son otra cosa que 
raciocinios que la ley prescribe sin duda alguna, pero que 
no sujeta á ninguna forma.» 

La Sala de casación del Distrito Federal ha consagrado 
también la misma teoría en distintas ejecutorias, especial- 
mente en las de 7 de Enero, 9 de Junio y 26 de Septiembre 
de 1900. Y no podía ser de otro modo, porque ese princi- 
pio es de jurisprudencia universal por estar basado en la na- 
turaleza del recurso. El Sr. Lie. D. Agustín Rodríguez, en 
su precioso opúsculo sobre casación, cita en comproba- 
ción del principio á que me refiero, varias sentencias de 
tribunales extranjeros. En consecuencia, es indudable que 
no puede prosperar el recurso por el que se pretende im- 
pugnar la sentencia, alegando que se tomó en consideración 
un nuevo elemento, una causa de rescisión no comprendi- 
da en la demanda, ni discutida en el juicio, pues se hizo así 
en uno de los considerandos del fallo, d título de razón svr 
perabuiidante y después de haber apoyado sólidamente la 
decisión en otros fundamentos legales indestructibles, que 
no han sido aptamente impugnados por el recurrente. 

Contradicción en los motivos. 

Por idéntica razón tampoco puede prosperar la queja por- 
que haya incompatibilidad ó contradicción, en virtud de 
que en otro considerando se diga que la confiscación disol- 
vió el contrato de sociedad, lo cual hace inaplicable la ley 
de rescisión, pues no es susceptible de rescindirse lo que ya 
no existe. Ese considerando no tiene relación alguna con 
la parte resolutiva de la sentencia recurrida. «Lo disposi- 
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tivo de una sentencia no se vicia por la incoherencia, ó la 
contradicción de los motivos» (Ejecutoria francesa de casa- 
ción, de 2 de Diciembre de 1824 y de 16 de Agosto de 1837). 

Tercer capítulo. No es un medio de casación. 

El tercer capítulo enunciado, en que parece que se inten- 
ta apoyar el recurso, no importa en realidad un medio de 
casación propiamente dicho. Si el Sr. Flores, alega el re- 
currente, obtuvo ya la posesión de las fincas en virtud de 
un amparo, no tiene objeto la rescisión del contrato. Supo- 
niendo que fuera exacta esa conclusión, podría preguntarse 
¿cuál es en ese caso la ley que se reputa violada por la sen- 
tencia que declara procedente la rescisión? ¿En qué consiste 
esa violación? Nada de esto explica el recurrente; su escrito 
sólo contiene alegaciones vagas, impotentes para fundar la 
casación, como dice la ejecutoria francesa que en otro lu- 
gar he citado. 

El recurrente insiste en la falta de prueba sobre la noti- 
ficación oportuna de la renuncia, y sostiene que debió pro- 
barse no sólo que D. Juan N. Flores escribió unas cartas á 
sus consocios en las que les participaba su separación ó re- 
nuncia á la sociedad, sino también que aquellas cartas lle- 
garon oportunamente á los interesados antes de que hubie- 
ran dado principio á la ejecución del contrato. Este medio 
no puede verse en casación, porque estriba en la aprecia- 
ción de los hechos, en la txzlorización de las pruebas, lo cual 
está fuera de la jurisdicción de la Sala de casación. La Sala 
sentenciadora ha establecido que la renuncia no fué intem- 
pestiva; su declaración á este respecto es soberana. Pre- 
tender subvertir la cuestión de hecho y presentarla de un 
modo distinto de como ha sido establecida por la Sala, es 
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hacer supuesto de la cuestión, según el tecnicismo de la ju- 
risprudencia española. No se promueve por ese medio una 
cuestión de derecho, y por tanto, el recurso es improceden- 
te. Esta conclusión es ajustada á la ley, no solamente en 
vista de lo que dispone el art. 1614 del antiguo Código de 
Procedimientos que es el que debe servir de norma para 
calificar las condiciones del presente recurso, sino aún en 
el caso de que se quieran aplicar las disposiciones menos 
estrictas y más amplias del Código vigente, que permite al 
Tribunal de casación examinar las pruebas, la calificación 
de los actos y la apreciación de los hechos; pero mediante 
ciertos requisitos. 

En otro lugar he aludido á la evolución que en esta ma- 
teria ha sufrido la jurisprudencia, la cual ha llegado á es- 
tablecer una regla sobre las facultades del Tribunal de ca- 
sación en cuanto á la apreciación de pruebas: esa regla ha 
sido bien definida por el Marqués de Gerona en los térmi- 
nos siguientes: «La Sala admite y declara la casación donde 
quiera que encuentra infringida una ley expresa, aún cuan- 
do esta ley sea reguladora de la prueba legal de los hechos. 
La Sala no admite ni declara la casación, donde la ley deja 
al arbitrio de los tribunales la apreciación de las pruebas 
sobre el hecho mismo.» 

Fácilmente se comprende por lo expuesto que el Tribu- 
nal de casación no puede en todo caso, como si fuera un 
Tribunal en grado, conocer de las pruebas y establecer los 
hechos de la causa, revisando el proceso. Para tener facul- 
tades de entrar en el examen de aquellas apreciaciones, es 
necesario que se presenten por el recurrente las violacio- 
nes de ley que por ese concepto se hayan cometido, y que 
se citen Uls leyes calificativas de los actos ó reguladoras de 
la prueba^ que se consideren infringidas; de lo contrario, se 
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hace supuesto de la cuestión, y el recurso es inadmisible. 
♦En el recurso de casación no se puede prescindir de los 
hechos que establece el Tribunal Superior, cuando no se ha 
invocado ley ni doctrina como infringida por dicha aprecia- 
ción. (Sentencia española de 8 de Mayo de 1861, V. tam- 
bién la mexicana de 19 de Julio de 1897 ya citada.) 

Sexto capítulo. Ley del contrato. Supuesto de la cuestión. 

He mencionado como sexto capítulo de casación presen- 
tado por el recurrente, la pretendida violación de la ley del 
contrato, consistente en haber absuelto de la reconvención 
al Sr* D. Juan N. Flores, y declarado que el monto de las 
exacciones, y perjuicios de la confiscación, ha debido ser á 
cargo de la sociedad, cuando ajuicio del recurrente, la res- 
ponsabilidad es exclusiva del Sr. Flores, y los bienes de los 
socios no se han confundido por el hecho de haberlos pues- 
to en sociedad. 

No puede presentarse ejemplo más claro de un recurso 
inadmisible ó improcedente, por hacerse supuesto de la cues- 
tión: el recurrente substituye su propio criterio al de la Sa- 
la sentenciadora. Esa alegación no importa un medio le- 
gal de casación susceptible de ser invocado ante la Sala, no 
es de aquellos sobre los cuales la ley ha conferido al Tribu- 
nal de casación el poder de i-evisión; por el contrario, el 
pretendido agravio se refiere á cuestiones que son de la ex- 
clusiva competencia y soberanía de los jueces del fondo. 

Motivos de la absolución de la contrademanda. 

La Segunda Sala de este Supremo Tribunal absolvió de 
la contrademanda, por no estar probados los daños y per- 
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juicios, ni la culpa imputada al Sr. D. Juan N. Flores, que 
son los dos elementos constitutivos de la acción deducida 
en la reconvención. Además, estimóla misma Sala que con- 
forme á las cláusulas relativas de la escritura de sociedad, 
aquellos perjuicios son gastos de la compañía, y que las 
exacciones debieron afectar también los intereses de los 
Martínez conforme á la orden del Gobernador y Comandan- 
te militar Aranda. 

Soberanía de la Sala sentenciadora sobre la declaración 
de la responsabilidad, por culpa. 

Estas declaraciones de hecho, no pueden ser atacadas en 
casación, según el precepto terminante contenido en el art- 
1614 tantas veces citado, y según las teorías de la más sa- 
na jurisprudencia. «El principio de la responsabilidad es el 
perjuicio que resulta de la culpa cometida. La determina- 
ción de una culpa comprende, de parte del juez, dos ope- 
raciones distintas: primera, la prueba de los hechos de don- 
de se pretende derivar la culpa; y segunda, la apreciación 
de esos hechos desde el punto de vista del carácter que se 
pretende atribuirles, es decir, la cuestión de saber si cons- 
tituyen la culpa prevista por la ley y que comprometen la 
responsabilidad de sus autores. En la primera de estas 
apreciaciones usa el juez de su poder soberano. El juez fa- 
lla de una manera soberana sobre el carácter jurídico de 
los hechos establecidos, de manera que, declarándolos su- 
ficientes ó insuficientes para constituir la culpa prevista 
por la ley, su decisión queda al abrigo del control de la 
Corte de casación.» Esta doctrina del eminente juriscon- 
sulto Crepon, es perfectamente adecuada al caso, supues- 
tas las declaraciones respectivas hechas por la Segunda 
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Sala, y que fundan la parte resolutiva de la sentencia re- 
currida, en lo que atañe á la absolución de la contrade- 
manda. 

El poder soberano de apreciación de los jueces del fon- 
do, en materia de daños y perjuicios por culpa, ha sido 
también reconocido de modo especial por dos notables eje- 
cutorias francesas, «No puede haber lugar al recurso de 
casación por falsa aplicación del artículo 1382 del Código 
Civil, por ser soberana la sentencia del fondo en materia de 
daños y perjuicios.» (Cass. 21 de Abril de 1841). «Los jue- 
ces del hecho aprecian soberanamente los hechos y circuns- 
tancias de donde resulta la prueba de una culpa, ó negli- 
gencia, que dan lugar á daños y peijuicios.» (Cass. 18 de 
Octubre de 1834.) 

Interpretación dei Contrato. 

Por otra parte, la sentencia recurrida absuelve de la re- 
convención porque, aún probados los daños y peí juicios 
procedentes de la confiscación y exacciones, en la cuantía 
determinada en la contrademanda, esos daños han debido 
ser carga de la sociedad y recaer también sobre los bienes 
de los Martínez. Al hacer estas declaraciones, la Sala igual- 
mente há procedido en ejercicio de su poder soberano, y 
no puede instaurarse eficazmente contra ellas el recurso de 
casación. Para que la queja por ese capítulo fuera apta, 
debería demostrarse que la Sala sentenciadora desnatura- 
lizó el contrato haciendo decir á los contratantes lo que no 
dijeron, y desconoció los términos de los documentos pro- 
batorios, violando las leyes reguladoras de la prueba. El 
recurrente ha estado muy lejos de llenar ese requisito, y 
por lo mismo, el recurso es improcedente, y no es legal su 
interposición. 
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Séptimo capítulo. Rendición de cuentas. Exceso 
en la condenación. 

Por último, se ataca la sentencia de segunda instancia 
en la parte relativa á la rendición de cuentas á que fueron 
condenados los Martínez, alegando que hay exceso en lo 
otorgado por la sentencia, pues se extiende al período de 
las cuentas á todo el tiempo que los Martínez tuvieron las 
fincas en su poder y á la época en que las mismas fincas 
estuvieron por culpa de ellos, en la masa de los bienes con- 
cursados. 

Supuesto inexacto. 

La queja también es improcedente en este capítulo, por 
descanzar bu un supuesto inexacto. La sentencia, al fijar 
las conclusiones de la demanda, establece que el actor pi- 
dió que se condenara á los demandados á rendir cuentas 
con justificación y pago por todo él tiempo que las fincas 
estuvieron en su poder: en otra parte establece también la 
propia sentencia, que si bien el Sr. Flores recuperó la po- 
sesión de sus fincas en virtud del arreglo celebrado con el 
Gobierno Federal en 1867, los Martínez se apoderaron nue- 
vamente de ellas á pretexto de pretendidos derechos, y 
merced á un acto arbitrario de la Autoridad administrati- 
va, contra el que se obtuvo el amparo de la Justicia de la 
unión; y de ahí deduce la Sala la obligación, que sobre 
ellos pesa, de rendir cuentas por todo ese tiempo, dando 
tal alcance á la petición de la demanda en virtud de su po- 
der de interpretación. Dados estos precedentes de hecho. 
que no pueden alterarse mientras no se demuestre que la 
Sala sentenciadora violó alguna ley al establecerlos de esa 
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manera, no puede alegarse útilmente que es de casarse la 
sentencia recurrida, desconociendo los hechos asentados 
por la misma Sala. 

Interpretación de los términos de la demanda^, congruencia. 

Por otra parte, cuando se entabló la demanda, no era 
posible prever todos los incidentes que la malicia y tena- 
cidad de los Martínez podrían provocar, ni el tiempo que 
duraría la detentación de las fincas. La rendición de cuen- 
tas, por lo mismo, tuvo que pedirse en términos generales: 
pero con la evidente intención de que abrazara todo el tiem- 
po de la administración de los Martínez, y mientras éstos 
no devolvieran á su dueño las fincas objeto de la deman- 
da. La ley 16, título XXII, Partida 3*, que debió citar el re- 
currente como violada, exige que haya íntima relación, ó 
congruencia, entre los fallos y las demandas; pero no re- 
quiere una igualdad material en los términos de éstas y 
aquellos: los jueces del fondo pueden apreciar la extensión 
deylo que se pide sin desnaturalizar las actas de demanda 
haciéndoles decir lo que no dicen, sino interpretando ra^ 
cionalmente la intención de las partes. «Los jueces del fon- 
do no fallan ultra petita cuando deciden cosas virtualmen- 
te demandadas por las conclusiones de las partes.» (Cre- 
pon, tomo ni, núm. 456). 

Improcedencia del recurso. Es ilegal su interposición. 

En conclusión: el recurso de casación interpuesto por D. 
José María Martínez debe desecharse como improcedente, 
y declararse que no ha sido legalmente interpuesto, por- 
que en él no se citan las leyes infringidas, no se expresa 
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el concepto de las violaciones, no se demuestran los erro- 
res de derecho en que haya incurrido la Segunda Sala; pues 
todas las razones alegadas por el recurrente se refieren á 
puntos de hecho soberanamente establecidos por dicha Sala 
sentenciadora, que no pueden caer bajo la censura de la 
de casación. 

Me parece haber probado suficientemente que no es le- 
gal la interposición del recurso, y para ello no me he ate- 
nido á mis propios razonamientos, sino á los principios con- 
signados en la ley positiva, á las enseñanzas de los auto- 
res, y á la jurisprudencia de los tribunales. Mi tarea se ha 
reducido á exponer y aplicar al caso las teorías sobre ca- 
sación. 

Casación. No se ha violado la ley. 

No dudo que la H. Sala, manteniéndose, como acostum- 
bra hacerlo, á la altura de su misión, resolverá con su ilus- 
trado y recto criterio que el recurso no ha sido legalmente 
iritei-puesto. Mas si por evento inesperado declarare lo con- 
trario, y tuviere en consecuencia que conocer del fondo de 
la casación, no podrá menos que fallar que no es de casarse 
la sentencia recurrida, por no haberse violado ninguna ley, 
como brevísimamente procuraré demostrarlo. 

Procede la casación en cuanto al fondo del negocio cuan- 
do la decisión es contraria á la letra de la ley aplicable al 
caso, ó á su interpretación jurídica. Esa oposición entre la 
sentencia y la ley, puede revestir cualquiera de estas tres 
formas: contravención expresa á una disposición formal de 
la ley, falsa aplicación de la ley y falta de base legal. En 
el presente caso no se impugna la sentencia recurrida por 
falta de base legal, sino por infracción expresa de las le- 
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yes, ó por falsa aplicacióu de las mismas, refiriéndolas á 
casos no comprendidos en sus prescripciones. 

Objeto ó materia de la decisión de casación. 

Como la Sala de casación no va á conocer del fondo del 
negocio, sino de las relaciones entre la sentencia y las le- 
yes que se suponen violadas, tiene que tomar como base 
indiscutible para determinar el caso, los hechos asentados 
por la Segunda Sala. Por tanto, habrá que reconocer que 
el Sr. D. Juan N. Flores renunció á la sociedad antes de 
que sus consocios dieran principio á la ejecución del con- 
trato; y que los Martínez no dieron cumplimiento á sus obli- 
gaciones de socios. Uno y otro punto ha sido definido así 
por la Sala sentenciadora, y su decisión es soberana, como 
empeñadamente he procurado justificarlo. Pero además de 
las teorías generales de que he hecho referencia, y para 
quitar todo escrúpulo, voy á citar dos preciosos anteceden- 
tes de casos concretos semejantes á los expresados: «Los 
jueces del fondo, dice una ejecutoria francesa, investidos 
del poder de interpretar soberanamente las convenciones, 
deciden igimlmente de v/na manera soberana si una conven- 
ción debe ser considerada como no habiendo sido ^ecutada.^ 
(Cass. 26 de Julio de 1875.) «Es soberana la decisión de 
los jueces del fondo que, en el caso en que se pide la diso- 
lución de una sociedad j:>or falta de un socio á sus compro- 
misos^ 6 por falta de su concurso á los negocios sociales, 
rehusa pronunciar la disolución, ó por el contrario^ la pro- 
nuncia, según que los hechos articulados han parecido ó no 
de gravedad suficiente para justificar la demanda presen^ 
tada. (Cass. 15 de Noviembre de 1876 y 15 de Marzo de 
1881.) 
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Recta aplicación de ia ley de Partida. 

Siendo esto así, la cuestión de violación de ley es dema- 
siado sencilla: se reduce á resolver si han sido bien aplica- 
das á los casos irrevocablemente definidos por la sentencia 
de la Segunda Sala, las leyes de Partida, en su letra y ge- 
nuina interpretación. Para decidir la rescisión por simple 
renuncia, la Sala sentenciadora aplicó la ley 1 ?, título X, 
Partida 5? que define el contrato de sociedad; y de la na- 
turaleza de ese contrato dedujo la Sala que, perdida la con- 
fianza en un socio, puede el otro renunciar la compañía y 
separarse de ella; mas si la compañía fuere á tiempo deter- 
minado, habrá que pagar el daño y el menoscabo. Tal in- 
terpretación de la ley es correcta, ó mejor diré, está to- 
mada casi literalmente de la ley 11? del propio título y 
Partida, que está concebida en los términos siguientes: 
«Buena es la Compañía entre los omes, mientra cada uno 
de los compañeros han voluntad de fincar en ella. Mas 
quando alguno de los compañeros non se pagasse della 
puédela desamparar, si quisiere, diziendo assi á sus com- 
pañeros: Fasta agora me pague de auer compaña con 
vusco, mas de aqui adelante non quiero ser vuestro com- 
pañero: énon lo pueden embargar los otros que lo non faga. 
Pero si este atal se partiesse de la compañía, ante que sea 
acabado el fecho sobre que la fizieron, ó ante que sea aca- 
bado el tiempo en que auia á durar, estonce tenudo seria 
de pechar á los otros compañeros todo el daño ó el menos- 
cabo que les viniesse por esta razón. Fueras ende, si quan- 
do firmaron la compañía, fizieron pleyto entre si, que el 
que se non pagasse de ella, que la pudiesse desamparar, 
cada que quisiesse, ante del tiempo sobredicho, ó después.» 
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Como se ve, esta ley autoriza la renuncia en todo caso, sea 
que la compañía se haya convenido por tiempo fijo ó sin 
él, sea que el negocio para el cual se celebró esté aún pen- 
diente; é non lo pueden embargar los otros que lo non faga. 
Y para usar de ese derecho no exige condición alguna; lo 
único que previene es que si la compañía fuere por tiem- 
po fijo, el que renuncia voluntariamente, sin otra causa le- 
gal, tenvdo será de pechar á los otros compañeros todo el 
daño é el menoscabo que les viniesse por esta razón. 

La indemnización no es^ pues, un requisito previo de la 
renuncia» sino su consecuencia. Los comentadores expli- 
can que en las sociedades por tiempo fijo, la renuncia debe 
ser no intempestiva^ es decir, debe hacerse rdms integris^ 
no para el efecto de poder usar de ese derecho, sino para 
que el socio que renuncia por sólo quererlo, quede exento 
de la indemnización; pero aún de esa obligación quedará 
libre, si concurre alguna causa legal que autorice la sepa- 
ración, ó si se estipuló expresamente la facultad de sepa- 
rarse en cualquier tiempo aún cuando la sociedad fuese á 
plazo, como claramente lo dice la parte final de la ley que 
se ha transcrito. Por lo mismo, la Segunda Sala ha aplica- 
do rectamente la ley declarando que D. Juan Flores pudo 
separarse de la compañía, sólo por su renuncia, y sin res- 
ponsabilidad ulterior, supuesto que lo hizo ráms integris^ 
antes de que sus consocios hubieran comenzado á ejecutar 
el contrato, y no obstante que la sociedad fué por tiempo 
fijo. La ley 1^, título K, Partida 5^ como la ha entendido 
la Sala sentenciadora, concuerda con la 11? del mismo tí- 
tulo y Partida, á la cual evidentemente se refirió también 
la sentencia, aunque sin citarla por su número. En conse- 
cuencia, lejos de que se hayan violado las leyes, se les \^a 
dado exacta aplicación al caso, y han sido interpretadas 
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con recto criterio jurídico; por lo que no es de casarse la 
sentencia recurrida. 

Recta aplicación de la ley sobre eeparaclón de la eociedatf 
per causas legítimas. 

Mucho menos puede sostenerse que se violó la ley 14, 
título X, Partida 3^, que es la que sirve de fundamento á 
la Sala para decidir que también procede la rescisión por 
causas legales. «Departir se puede la compañía, dice la ley, 
ante de su tiempo, por quatro razones. La primera es, 
quando alguno de los compañeros es tan brauo, ó de tan 
mala parte, ó que ouiesse en sí otras maneras semejantes 
destas, que fuesen átales, que los otros compañeros non le 

pudiéssen sofrir, nin beuir con el en buena manera La 

tercera es, quando non guardan al compañero la condición 
ó el pleyto (convención) sobre que fué fecha la compañía 
señaladamente. La quarta es, quando aquella cosa, por la 
qual fué fecha la compañía, es embargada, de manera que 

non pueden usar della » La Segunda Sala, en ejercicio 

de su poder soberano de apreciación de los hechos, ha de- 
clarado que concurrieron las tres causas expresadas, bas- 
tando cualquiera de ellas, para que el Sr. Juan N. Flores 
pudiera separarse de la sociedad. Esa ley no requiere in- 
terpretación alguna, se ha aplicado en su letra, dándose 
por probadas las circunstancias previstas por la misma ley. 
Siendo esto así, nadie negará que existe un lazo jurídico, 
una verdadera ecuación, entre la regla general consigna- 
da en la ley, y el caso concreto tal cual lo establece la Sala. 
No hay falsa aplicación de la ley, pues nó existe, ni se ha 
citado por el recurrente otra ley que fuera aplicable al mis- 
mo caso, y que condujera á una decisión contraria á la 
que vanamente se impugna por el recurso de casación. 
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No hay contradicción en la sentencia. 

Pero se arguye que las dos tesis contenidas en las decisio- 
nes de la sentencia relativas á la rescisión de la sociedad 
son contradictorias: que el conti'ato, 6 se rescinde por la 
simple voluntad, ó por causa legal; y que si se declara la 
rescisión por lo primero, se viola la ley que rige la resci- 
sión por causa, y recíprocamente. 

En ningún sentido hay violación de ley, porque no exis- 
te la supuesta contradicción en las decisiones. Tal contra- 
dicción no existe sino cuando lo dispositivo de una senten- 
cia no puede ejecutarse porque sean inconciliables las re- 
soluciones. Contradictorio sería que en la parte resolutiva 
de la sentencia se hubiera declarado el contrato rescindible 
y subsistente á la vez; pero cuando solamente 9e resuelve 
que procede la rescisión por dos títulos ó causas distintas, 
no hay contradicción alguna, antes bien, se llega á un mis- 
mo resultado por dos caminos diversos. 

Quizá pudiera replicarse que no puede pedirse, ni decre- 
tarse la rescisión, por dos títulos contradictorios; pero á 
esto se responde, en primer lugar, que no existe la preten- 
dida contradicción, un título no excluye al otro, y los dos 
son concurrentes al mismo fin; y en segundo tugar, que 
aun en el caso de incompatibilidad, pudo ejercitarse uno 
y otro derecho, pues en una demanda pueden deducirse 
acciones que se excluyan, porque se entiende que se ejer- 
citan subsidiariamente, como enseña Gregorio López en 
la glosa á la ley VII, título X, Partida 3? 
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Conclusión. No es de casarse la sentencia en lo relativo 
á la rescisión del contrato. 

üaa vez demostrado que no se han violado las leyes de 
fondo por lo que respecta á la declaración de rescisión de 
la Compañía, sino que por el contrario, se han interpreta- 
do rectamente y aplicado con exactitud, es de concluirse 
que por aquellos capítulos no es de casarse la sentencia re- 
currida; y como eso sólo basta para que subsista la propia 
sentencia, perfectamente sostenida sobre tan robustos fun- 
damentos, á nada conduce examinar los demás medios de 
casación invocados, y que ni el nombre de tales merecen, 
ya que no habiéndose indicado las leyes que hayan sido 
infringidas, no es posible resolver si se cometió ó no la vio- 
lación. 

Tampoco es de casarse la sentencia en lo que se refiere 
á la absolución de la contrademanda. 

Por lo que mira á la reconvención, si como extensamen- 
te lo he demostrado, corresponde á la Sala sentenciadora 
apreciar las pruebas, calificar los hechos, declarar la exis- 
tencia de la culpa y definir la responsabilidad por daños 
y perjuicios, no se concibe cómo se haya quebrantado la 
ley en la parte resolutiva que absuelve de la contrade- 
manda, por no estar probados los elementos de la acción 
intentada. En consecuencia, tampoco es de casarse la sen- 
tencia por este concepto. 

Orden que debe guardarse en las declaraciones 
que haga la Sala. 

Para concluir, me permito recordar que, dada la orga- 
nización judicial en el Estado, la Sala de casación del Su- 
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premo Tribunal tiene que ejercer sucesivamente tres fun- 
ciones distintas: primera, declarar si la interposición del 
recurso es legal; segunda, en caso afirmativo, resolver si 
es de casarle la sentencia; y tercera, fallar como tribunal 
de alzada el fondo del litigio, una vez casada la sentencia. 
Esas tres funciones son sucesivas y no pueden tergiversar- 
se; por consiguiente, al estudiar la legal interposición de- 
bei)i eliminarse todas las consideraciones relativas á la ca- 
sación y limitarse al examen de si en el recurso se han lle- 
nando las condiciones extrínsecas é intrínsecas que la ley 
exige para que el recurso pueda prosperar: mucho mejios 
habrá que preocuparse, en esa primera etapa del asunto, 
de las consideraciones de justicia ó injusticia del fgllo. A 
si; vez, guando se trate de decidir La casación, el único pun- 
to objetivo tiene que s^r el estudio de la sentencia enfren- 
te de ia ley^ y no de un modo absoluto, sino en la medida 
que fijen los medios de casación invocados por el recu- 
rrente, y en los conceptos en que se hayan presentado las 
vioiadones. «El Tribunal nó apreciará más que las cues- 
tiones legales que hayan sido objeto de la casación, y los fun- 
damentos jurídicos que hayan servido ó deban servir para 
decidirla» (art. 681 del Código de Procedimientos Civiles). 
Por consiguiente, en esa segunda etapa, no hay que pre- 
juzgar la calificación de los puntos de hecho, la aprecia- 
ción de las pruebas, ni la justicia ó injusticia del fallo. So- 
lamente cuando se hayan franqueado esas dos barreras, la 
de legal interposición del recurso, y la de casación de la 
sentencia, es cuando la Sala, asumiendo las funciones de 
tribunal en grado, rota y nulificada la sentencia, entrará á 
decidir el litigio en su integridad respetando únicamente 
los puiiitos de la cas^iCión. 
^^í^gQ plena confian^ en la ilustración y recto crit^eríQ 
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jurídico de los señores Magistrados que forman la Sala, y 
por esto espero fundadamente que no se dará entrada á un 
recurso de casación que sólo tiene ese nombre, pues en él 
se desconocen aun las más rudimentarias nociones sobre 
la materia. Mas si la Sala por cualquier evento, llegare á 
tener como legal la interposición, no dudo que pronuncia- 
rá su fallo declarando que no es de casarse la sentencia re- 
currida, porque aceptando los hechos como los tiene esta- 
blecidos el tribunal de segunda instancia, no se han que- 
brantado las leyes aplicables. 

Por qué no se entra en el fondo del negocio. 

Defendido por esas dos barreras infranqueables, es por 
demás colocarme en la tercera posición, y estudiar de nue- 
vo todas las cuestiones controvertidas en este juicio. Por 
otra parte, se ha escrito y alegado tanto en este antiquísi- 
mo y escandaloso negocio, y es tan patente la justicia de 
la parte que represento, que sin necesidad de agregar una 
palabra más en defensa de mis derechos, cualquier tribu- 
nal desapasionado, recto y sereno, tendría que fallar en los 
términos en que lo hizo la H. Segunda Sala, si no por los 
mismos fundamentos, por otros innumerables que sostie- 
nen causa tan legítima. Esto me excusa de entrar en con- 
sideraciones de otra índole, como son las relativas al fon- 
do del negocio. 

Conclusión. 

Pongo término á esta exposición, y por las razones que 
en ella dejo consignadas. 
A esa H. Sala, respetuosamente suplico se sirva resolver 
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cómo he pedido al principio, y condenar á la parte recu- 
rrente al pago de las costas, daños y perjuicios, como lo 
previene art. 701 del Código de Procedimientos Civiles vi- 
gente. Es justicia que protesto. 

Durango, Septiembre 20 de 1905. 

Lie. Alberto Lazalde. 
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Sentencia de la Sala de Casación del Supremo 
Tribunal de Durango. 

Durango, Enero 19 de 1906. 

Vistos en el recurso de casación los autos del juicio pro- 
movido por el Sr. Juan N. Flores en contra de los señores 
D. Pedro y José María, ambos Martínez, sobre rescisión del 
contrato de sociedad de las Haciendas de Avilez y Anexas, 
cuyos autos han sido continuados por los Sres. Juan Fran- 
cisco Flores y José María Martínez, el primero como alba- 
cea de la testamentaría del actor, representado últimamen- 
te por el Lie. Alberto Lazalde, y el segundo por sus propios 
derechos y además como albacea de la sucesión de su her- 
mano D. Pedro, siendo todos mayores de edad y vecinos 
de esta ciudad. 

Resultando: que con fecha seis (6) de Octubre de rail 
ochocientos sesenta y ocho (1868), el Sr. Rafael Pescador, 
con la representación del Sr. D. Juan N. Flores demandó 
á los Sres. José María y Pedro, los dos Martínez, la rescisión 
del contrato de sociedad que tiene por objeto la explota- 
ción de las Haciendas de Avilez, San Fernando, San Juan 
de Casta, Angeles y Anexas, propiedades del actor; los fun- 
damentos de esta demanda son los siguientes: Con fecha 
ocho (8) de Mayo de mil ochocientos sesenta y seis (1866) 
el Sr. Flores celebró con los hermanos Martínez el contrato 
de sociedad de que se ha hablado, y ocho días después, 
antes de que se diera principio á dicha negociación agrí- 
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cola, renunció á la sociedad, dando aviso oportuno á sus 
consocios y se opuso á que comenzaran los trabajos res- 
pectivos, pero que á pesar de esa renuncia, los Sres. Mar- 
tínez se apoderaron de las Haciendas y dieron principio á 
la explotación contra el consentimiento del Sr. Flores. 
Agrega el actor que los Sres. Martínez no cumplieron con 
ninguna de las obligaciones que les impuso el contrato de 
sociedad, puesto que los dos primeros años no dieron al 
Sr. Plores ningún aviso de la negociación, ni le presenta- 
ron ninguna liquidación ni rendición de cuentas, y que de 
los productos se aprovecharon con perjuicio del actor: que 
por otra parte, los demandados no formaron, como estaba 
ordenado por la escritura social, un minucioso inventario 
de lo que existía en las Haciendas, sino que hicieron uno 
con ligereza sin fijar con exactitud las casas recibidais, pues 
al hablarse de las casas, se refiere á un grupo sin deter- 
minar su construcción, materiales y extensión; las semillas 
se recibieron á cálculo, haciendo el inventario en tres días, 
cuando apenas en un mes hubiera podido hacerse: que la 
escritura social obligó á los Martínez á abonar al Sr. Flo- 
res los gastos erogados en el cultivo de las labores que es- 
tuvieren en fruto al recibirse dichas Haciendas, y por este 
motivo sólo se abonó al Ssr. D. Juan N. Flores la suma de 
($lj505.10) mil quinientos cinco pesos diez centavos, sien- 
do que en el mes de Mayo que recibieron los Martínez, las 
siembras estaban concluidas, justificándose la inexactitud 
del abono con las memorias de los meses siguientes que 
presentaron los demandados, no bajando unas con otras de 
($1,000.00) mil pesos: se estipuló que la sociedad fuera á 
medias de pérdidas y ganancias y sólo al demandante sjb 
han cargado aquellas, faltando además Jos Martínez á la 
cláusula que los obligaba á introducir todas las canti4ades 
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necesarias para la explotación de las Haciendas: expresa 
el Sr. Flores que según el contrato social tiene el derecho 
del tanto en la compra de los productos de las Haciendas 
y que los Martínez lo han privado de ese derecho; faltan* 
do los demandados igualmente al contrato porque no hi* 
cieron liquidaciones anuales, ni entregaron á su socio las 
cantídades correspondientes á las utilidades, no cargando 
además á ambas partes los préstamos forzosos y exaccio* 
nes, sino sólo al actor. Como fundamento de deracho pre-^ 
dentó el Sr. Lie. Rafael Pescador, los siguientes: El socio 
es libre para desistir de la sociedad, aún sin causa, antes 
de que principie el negocio para que se formó: Puede tam-^ 
bión el socio renunciar la sociedad, comenzado el negocio 
y aún cuando la sociedad sea por tiempo determinado^ 
siempre que tenga causa para ello: Son causas justas pera 
la rescisión la falta de cumplimiento por parte de uno de 
los consocios, de las obligaciones del contrato y haberse 
perdido la confianza en ellos depositada. Extinguida la 
sociedad, el socio gerente está obligado á rendir cuentas, 
y á indemnizar los peijuicios que hubiere ocasionado con 
sus procedimientos ilegales. Con estos fundamentos y ale^ 
gando además el actor, que D. Pedro Martínez había sido 
contrabandista y que había dicho no temer las consecuen-* 
cias de la revolución, puesto que esto le serviría en caso 
ofrecido para cargar al socio Flores mayor cantidad de la 
exigida, el apoderado de D. Juan N. Flores demanda la 
rescisión del contrato de seis (6) de Mayo de mil ochocienr 
tos sesenta y seis (18ft6), la entrega de las Haciendas dé 
Avilez y Anexas, la rendición de cuentas con justificación 
y pftgo y Ist indemnización de daños y perjuicios. 

Resultando: que se corrió traslado á los Martínez de ia 
anterior demanda, quienes la negaron en todas soft' paites, 

10 
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manifestando no haber faltado á ninguna de las obligacio- 
nes del contrato social; niegan también que la renuncia de 
la sociedad se hiciera oportunamente, puesto que ya ha- 
bían trasladado sus negocios á las Haciendas, habían prin- 
cipiado los trabajos, comprometiendo sus intereses y su 
crédito y por lo mismo la renuncia de la sociedad no po- 
día hacerse sin graves perjuicios para ellos: los Sres, Mar- 
tínez reconvienen á su vez al Sr, D. Juan N. Flores por los 
daños y perjuicios que han sufrido por su causa, porque 
habiendo sido declarado traidor, se habían confiscado to-^ 
dos si^s bienes, incluyéndose en ellos los de la pi'opiedad 
de los Martínez y habían sufrido por el ejército republica- 
no, exacciones y préstamos forzosos en atención al deli- 
to de traición del Sn Flores, con la expresión de que se 
gravaban los bienes de este señor: de suerte que habían 
sufrido danos por culpa del Sr. Flores, á él debían de im- 
putarse esos daños que según la ley 21, tít, 34, Part 7', que 
expfésa que quien da ocasión para que venga daño á otro, 
se entiende que lo hace; por estos motivos reconvinieron 
al Sr. Flores, el pago de ($ 149,741 j^) ciento cuarenta y 
nueve mil setecientos cuarenta y un pesos, ochenta y nue- 
ve centavos, réditos al uno por ciento mensual desde la fe- 
cha de la reconvención y costas del juicio. 
* Resultando: corrido translado á la parte del Sr. Flores 
de la mutua petición, contestó que las exacciones y prés- 
tamos forzosos impuestos á los Sres. Martínez por Ips Jefes 
del Ejército Republicano habían sido hechos en parte á los 
demandados, porque D. Pedro Martínez había sido contra- 
bandista y proveedor del Ejército Francés, hechos que jus- 
tificaba con un certificado que acompañó como prueba de 
su dicho. 
Resultando: que abierto á prueba el presente juicio, ca- 
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da una de las partes rindió las que á su derecho convino, 
consistiendo las de los actores en las siguientes: copias de 
las cartas qae dirigió á los Martínez, renunciando la socie- 
dad; copia del inventario tachado de deficiente; copia de 
los documentos oficiales del Ministerio de Hacienda, por 
los cuales consta que el Gobierno General le levantó la 
confiscación de sus bienes con la obligación de pagar las 
tercerías que por exacciones se cobraren al expresado Go- 
bierno por las personas perjudicadas; las liquidaciones co- 
rrespondientes á los años de (1866) mil ochocientos sesenta 
y seis y (1867) mil ochocientos sesenta y siete, en los cua- 
les constan las utilidades que le correspondieron por esos 
años y que montan á la suma de ($51,152^) cincuenta y 
un mil ciento cincuenta y dos pesos treinta y nueve cen- 
tavos; los libros de la Compañía; y por último, rindió tam* 
bien prueba testimonial para acreditar que D, Pedro Mar- 
tínez fué contrabandista, proveedor de los franceses, y hom- 
bre de mala fe y que los Martínez ocurrieron al comandante 
francés Thbmini á fin de que éste ordenara al Juez del lu- 
gar y éste á su vez á un empleado de la Hacienda que en- 
tregaran lai lista de los trabajadores. 

Resultando: que por la parte de los demandados se pre- 
sentaron como pruebas de su intención, las que en seguida 
se expresan: los documentos en que constan las sumas que 
les fueron exigidas en dinero y efectos por los Jefes Repu- 
blicanos, y los documentos en que constan las cantidades 
de que dispuflo el Gobierno del Estado; los documentos 
presentados por Flores relativos al convenio del Gobierno 
General con el actor para levantarle la confiscación de sus 
t)ienes, en cuyos documentos se ve que el Sr. Flores quedó 
obligado á responder á los perjudicados de las exacciobes 
hechas por las fuerzas liberales. 
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Resultando: que angfustiado el término probatorio si- 
guieron los autos la tramitación de ley, hai^^a el decreto 
de citación para sentencia, de cuya providencia quedaron 
notificadas las partes; el C. Juez de lo Civil dentro del tér- 
mino legal, con fecha quince (15) de Marzo do mil ocho- 
cientos setenta y cinco (1875) falló en 1? Instancia este jui- 
cio en las siguientes proposiciones: 

«í^rimem: No ha sido renunciada legalmente por el C. 
Juan Nepomuceno Flores la sociedad que éste escrituró en 
ocho (8) de Mayo de mil ochocientos sesenta y seis (1866) 
con D. Pedro y D. José M? Martínez, pam cultivo y explo^ 
tación de las Haciendas de San Juan de Avilez y Anexas, 
propiedad del renunciante. En consecuencia, no es de res- 
cindirse aquella Compañía en virtud de la renuncia que el 
propio Plores hizo de ella. 

Segunda: Subsistiendo como debe subsistiría expresada 
Compañía, por el número de años que en la relacionada esh 
critura le fijaron los socios, y mientras que por otras causas, 
ó por el mutuo consentimiento de ellos no se disuelva, no 
ha lugfir á la entrega de las mencionadas fincas al socio Flo- 
res, ni á la acción de daños y perjuicios que éste intenta; que 
como referida á los Martínez en calidad de socios de heeho, 
se deja al actor su derecho á salvo, para que lo deduzca 
contra sus socios legítimos, en la vía y forma que le corres- 
ponda, al disolverse y liquidarse la repetida Compañía. 

Tercera: No ha lugar, además, á la intervención solici- 
tada por el C Flores en virtud de haber desaparecido las 
causas en que se fundó, durante la reserva sancionada de 
este incidente, y por contener la escritura del contrato el 
pacto de no ser intervenidos los socios administradores, erf 
él hecho de habérseles concedido la administración exclu- 
siva de la Compañía. 
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Cuarta: E^s deador el socio Flores á sus consocios los 
Martínez de la cantidad líquida de $149,741.89 porque lo 
han reconvenido, estando probado ser á su cargo esa can- 
tidad por ser él, única y personalmente responsable para 
su pago en la Compañía de que se ha hecho mención; pe- 
ro el pago de una y otra suma será satisfecho por Flores 
á los Martínez al disolverse y liquidarse la Compañía, y 
salvo los ulteriores y recíprocos cargos de ella; y 

Quinta: Cada parte satisfará las costas legales que hu- 
biere causado, sin haber especial condenación tampoco de 
las personales.» 

Resultando: que contra esta sentencia, la parte del Sr. 
D. Juan N. Flores interpuso el recurso de apelación que 
llevado por todos los trámites legales, se falló esta Instan- 
cia en las siguientes proposiciones: 

«Primera: La renuncia que de la sociedad escriturar 
da en ocho (8) de Mayo de mil ochocientos sesenta y 
«eis (1866) hizo el Sr. D. Juan N. Flores, fué legal y proce- 
dente. 

Segunda: Fué procedente también la demanda de res- 
cisión que se interpuso y se probaron las causales por las 
que se solicitó. 

Tercera: Se absuelve á la testamentaría de D. Juan N, 
Flores de la reconvención opuesta. 

Cuarta: Se condena á D. José M^ Martínez y á la testar 
mentaría de Don Pedro del mismo apellido á rendir cuen- 
tas con justificación y pago á la testamentaría de D. Juan 
N. Flores, del manejo de las Haciendas por todo el tiempo 
que fueran en poder de aquellos señores. 

Quinta: Se les condena igualmente al pago de todas las 
costas causadas en el juicio.» 

Resultando : que el Sr. D. José M^ Martínez interpuíK) 
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contra la anterior sentencia el recurso de casación por me- 
dio de un escrito que á la letra dice: 

<(Sefiore&i Magistrados de Secunda Sala. 

Interpone casación. — José M^ Martínez por sí y en repre- 
sentación de su hermano Don Pedro en los autos que se 
han seguido por D, Juan N. Flores, hoy por su testamen- 
taría, sobre rescisión de contrato, supuesto su estado, ante 
üdes. como sea más conforme á derecho, comparezco y 
digo: que el Sr. Flores celebró con Martínez Hermanos, un 
contrato de sociedad agrícola, para el cultivo y explotación 
de las Haciendas de Avilez y Anexas, situadas en el Par- 
tido de Mapimí, de este Estado, habiéndose elevado el con- 
trato á escritura pública, ante el notario D. Jesús Cincú- 
negui, el día 8 de Mayo de 1866* Dos años y meses des- 
pués, en Octubre de 1868, el Sr. Flores ocurrió á la justicia 
y pidió la rescisión del contrato, alegando: 1^, que á los 
ocho días, después de la formal y pública celebración de 
la sociedad, estando re-integra^ el Sr. Flores retiró su par 
labra, al tanto que los Martínez insistieron en ocupar las 
Haciendas y de hecho se posesionaron de ellas; 29, que los 
Martínez Hermanos, simples detentadores de las Haciendas 
de Avilez y anexas, no cumplían con las obligaciones del 
contrato, dando así causa para la rescisión. 

Contestando la demanda Martínez Hermanos, negamos 
los fundamentos de hecho en que se apoyaba; combatimos 
la aplicación absurda é ilegal que se hacía de las leyes, y 
presentamos contrademanda ó reconvención, por perjui- 
cios que el Sr. Flores nos había ocasionado, montando és- 
tos á la cantidad de ciento cuarenta y nueve mil setecien- 
tos cuarenta y un pesos, ochenta y nueve centavos, en cu- 
ya suma se comprendían, así las cantidades exigidas á 
Martínez Hermanos, cbn cargo á Flores, por diversos Jefes 
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Federales, como las existencias que por orden de la auto- 
ridad, y con motivo de la imposición á Flores, se extraje- 
ron de las Haciendas que yo y mi hermano poseíamos en 
virtud de nuestro contrato. 

La sentencia do 1? Instancia resolvió el asunto de abso- 
luta conformidad con lo alegado y probado por los deman- 
dados; pero no así la sentencia de la 2^ Instancia. En este 
fallo se da cumplida satisfacción á las pretensiones de la 
demanda; se declara la rescisión; se absuelve al Sr. Flores 
de la contrademanda de los Martínez, y se condena á éstos 
á rendición de cuentas por todo el tiempo que estuvieron 
en posesión de las Haciendas de Avilez y Anexas. 

Pronunciado este fallo, no es ya del casOy al menos para 
los fines del recurso que por medio de este escrito voy á 
formular, no es del caso, decía, entrar á debatir sobre lo 
acertado del mismo fallo relativamente á los hechos que 
en pro del actor y en daño de Martínez Hermanos ha de- 
jado establecidos; pero en cuanto á la aplicación de las le- 
yes, ya sea refiriéndolas á casos que la demanda no com- 
prende ni ha podido comprender, ya sea tergiversando di- 
recta y claramente su sentido, la cuestión es de actualidad 
y de ella voy á ocuparme someramente, á reserva de am- 
pliar en tiempo mis alegaciones, para establecer y fundar 
en ellas el recurso de casación que me propongo interpo- 
ner contra el fallo de 2^ Instancia. 

En Mayo de 1866 Martínez Hermanos ocuparon las Ha- 
ciendas del Sr. Flores. En Octubre del mismo ano fueron 
confiscadas las Haciendas por parte del Gobierno Consti- 
tucional de la República. 

Eln Febrero de 1867 el Sr. Flores arregló su confiscación 
y logró apoderarse de las Haciendas con exclusión de Mar- 
tínez Hermanos. 
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Pdco después Martínez Hermanos volvimos á las Hacíen- 
das con motivo de una oixlen del Gobernador y Coman- 
dante militar del Estado. 

En Octubre de 1868 el Sr. Flores demanda la rescisión 
del contrato, estando mi hermano y yo en posesión de las 
Haciendas; • 

En Febrei'O de i 870 la justicia federal amparó á Flores 
contra la orden del Gobernador y Comandante militar del 
Estadof de cuya determin^ición resultó que los Martínez sa- 
lieron de las Haciendas, habiéndolas ocupado el Sr. Flores. 

Estos hechos los reconoce el actor, los aceptamos Mar- 
tínez Hermanos, y los establece con toda claridad y preci- 
sión el fallo de 2^ Instancia. 

Por la escritura que consigna el contrato Martínez--Flo- 
res, se viene en conocimiento de este otro hecho substancial, 
y por lo mismo importante, Flores entraba con sus terrenos, 
y los Martínez aprestaban su ca^ta;!, para constituir la so- 
ciedad que ha sido materia del contrato, ni Flores podía 
disponer del capital de Martínez Hermanos, ni éstos podían 
tocar el de Flores, consistente en sus terrenos; tal fué la 
ley del contrato. 

Por otra parte, tenemos que el Sr. Flores interpone su 
demanda con fundamento de su desistimiento del contrato, 
cuando era tiempo de expresarlo y ponerlo en la concien- 
cia de Martínez Hermanos: que la sentencia da por bien es- 
tablecido y probado ese desistimiento: que la demanda to- 
ma nuevos, fundamentos en la falta de cumplimiento á las 
obligaciones qué Maitínee Hermanos contrajeron por el 
contrato mismo; y por último, que la sentencia decide es- 
tar bien pi*obada la falta y ser por tanto materia y causa 
bastante para la rescisión del contrato. 

En cuanto á la confiscación de bienes que se deeret<& y 
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llevó á efecto en contra del Sr. Flores, el fallo de 2^ Instan- 
cia no puede negar el hecho; pero lo acepta, no para fun- 
dar las reclamaciones que concreta la contra-demanda de 
los Martínez, sino para resolver que desde su fecha, el con- 
trato de sociedad quedó sin materia y por consiguiente sin 
efecto ni valor alguno en derecho. 

Por último, la sentencia de 2^ Instancia establece que 
Martínez Hermanos han estado en posesión de las hacien- 
das de Flores, ya sea por razón del contrato, ya sea como 
síndicos administradores ó depositarios de ellas, dado el 
concurso que sobre ellas mismas se formalizó, algún tiem- 
po después de entablada la demanda de rescisión. 

No necesito de más fundamentos para demostrar la vio- 
lación de la ley en el fallo de 2? Instancia. 

Para que las disposiciones sobre rescisión de los contra- 
tos, puedan resolverlos en el sentido de su rescisión ó no 
rescisión, es indispensable como en todo elemento que se 
da por bien ó mal establecido, pero en todo caso subsis- 
tente, que el contrato tenga íntegra y verdaderamente in- 
cólume su materia, porque si no es así, sería un absurdo, 
y por consiguiente una ilegalidad, rescindir y volver á su 
primitivo estado, ó bien afirmar lo que se reclama y negar 
su rescisión, cuando por éste ó aquél motivo se ha innova- 
do durante el pleito, al grado de resolverse por otros ca- 
minos lo que estaba siendo materia de éste. La sentencia 
de 2^ Inl»tancia nos dice que la confiscación acabó con el 
contrato de sociedad entre Flores y Martínez; luego, apli- 
car á ese contrato las leyes de rescisión, es equivocar el 
camino, haciendo de la ley una mala aplicación. 

De hecho Martínez Hermanos salieron de las haciendas 

ocupándolas Flores, una vez que, en Febrero de 1870, se 

ejecutó al contento de éste el fallo de la Suprema Corte de 

u 
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Justicia Federal. No existe, por tanto, la materia del con- 
trato de sociedad. Por caminos distintos del que primitiva- 
mente tomó Flores, al entablar la rescisión, obtuvo lo que 
se proponía, que era substancialmente la ocupación de sus 
fincas, y de allí resulta, como antes he dicho, que no es po- 
sible ni debido resolver este juicio con las leyes sobre res- 
cisión de contratos. 

En su bifurcación hipotética, la demanda hace imposible 
la legal y justa aplicación de las leyes á que me refiero. 
El Sr. Flores dice que oportunamente avisó de su retracta- 
ción á Martínez Hermanos. El hecho no debía probarse con 
la copia de las cartas de Flores, sino con otro hecho subs- 
tancial, el de la entrega oportuna, y con el procedimiento 
de ocurrir inmediatamente á la autoridad, y no después de 
dos años, dado caso que recibido el aviso, los Martínez hu- 
biéramos continuado contra la voluntad de Flores en la te- 
nencia de las haciendas, siendo entonces simples detenta- 
dores de ellas. Admitido no obstante por el superior, el 
hecho del aviso oportuno, se hace cargo á Martínez de no 
haber cumplido, después del aviso, y también después de 
la confiscación, con las obligaciones que les imponía el con- 
trato de sociedad. ¿Cuáles, si después del aviso los Martí- 
nez eran detentadores? Una de dos: ó aplicamos las leyes 
de rescisión por aquello de que el socio puede arrepentir- 
se sin causa, re-integra^ dando ésta por probada en el juicio 
presente; ó la aplicación de aquellas es por el capítulo de 
haberse dado causa para la rescisión, por parte de Martí- 
nez Hermanos, faltando á sus obligaciones como socios, y 
estar probada esa causa en los presentes autos. Si lo pri- 
mero, es ilegal la aplicación de la ley, ocupándose de lo 
segundo; y si venimos á la rescisión con causa, la ilegali- 
dad está en lo primero, siendo los dos extremos abierta y 
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notoriamente contradictorios. No es posible tomarlos ni en 
sentido hipotético: la demanda al principio, y la sentencia 
en la actualidad, han debido fijarse en uno de los dos ex- 
tremos. 

En la demanda no se expresaron como causas para la 
rescisión del contrato, ni la confiscación á Flores, ni la or- 
den del Gobernador, Sr. Ortiz de Zarate, en cuya virtud las 
Haciendas volvieron á Martínez, después de la confiscación. 
La demanda no podía ocuparse de esa orden, refiriéndola 
á los resultados que operó respecto de ella el fallo de la 
Corte de Justicia, precisamente porque la demanda es de 
1868, al tanto que el fallo de la Suprema Corte es de 1870. 
Sin embargo de esto, la sentencia de 2? Instancia toma esos 
dos elementos como causas de rescisión. Hace más, por- 
que entra á prejuzgar cuestiones que están sujetas á juicio 
distinto, cual es el del concurso Martínez Flores, y parte 
de ellas para imputar á los Martínez, obligaciones que no 
tienen ni les han sido reclamadas en este juicio. La sen- 
tencia dice que, á partir de la orden del Sr. Gobernador Za- 
rate, los Martínez disfrutaron y poseyeron por mucho tiem- 
po las haciendas de Avilez y anexas^ ya por si, que sería el 
caso de este juicio, ya por medio de los Administradores, de-- 
positarios ó síndicos del concurso, que es lo extraño á este 
negocio; y estdn por tanto^ como todo el que posee bienes 
ajenos, con la obligación de rendir cuentan. Quiere decir 
que la sentencia da más de lo que pide la demanda; por- 
que da las cuentas del concurso, las cuales, por otra parte, 
no son de la responsabilidad personal de Martínez Herma- 
nos. Quiere decir que la sentencia se mete á casos que no 
determina la demanda, y que, por sí mismo, hace exten- 
siva la ley á casos que ella no comprende. 

La sentencia dice que la reclamación por la totalidad de 
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lo que importaron la confiscación y las exacciones de las 
fuerzas Federales, es temeraria y absurda, porque equivar- 
le á que los socios Martínez pretendan que su socio Flores 
pague, no sólo lo que á él corresponde sino lo que á ellos 
mismos atañe, y esto, porque no bastando los frutos para 
cubrir aquellos cargos, siendo todos ellos imputables á la 
sociedad, y no á Flores únicamente, debe ocurrirse á las 
existencias ó capital introducido á la sociedad por Martí- 
nez Hermanos, para satisfacer el saldo, pues ese capital, 
por el solo hecho de haberse introducido á las Haciendas, 
se convirtió en capital social, ó lo que es lo mismo, se con- 
virtió en capital de Flores y Martínez. 

Con semejantes apreciaciones, la sentencia de 2^ Instan- 
cia es injusta, es atentatoria, es ilegal. Primeramente va 
contra la ley del contrato que respeta como de la propie- 
dad exclusiva de Martínez Hermanos, el fomento de las 
Haciendas, ó sea su capital, así como respeta en el domi- 
nio de Flores sus propias Haciendas, siendo ellas no obs- 
tante las que debían ser explotadas. Además de esto impu- 
ta á la sociedad, lo que por el texto y por el espíritu de la 
confiscación y órdenes de exacciones militares, es de la 
responsabilidad exclusiva de Flores, porque ni los Martí- 
nez fueron confiscados, ni los préstamos se impusieron á 
ellos, ni á la sociedad, sino al Sr. Flores. Este señor ha re- 
cibido íntegros sus terrenos. ¿En dónde está el capital de 
Martínez? ¿Por qué razón ese capital ha de servir para cu- 
brir aquellos cargos? En el absurdo supuesto de que las 
existencias de Martínez debieran estimarse como capital 
social perteneciendo á ellos y á Flores, debía decirse lo 
mismo respecto á las Haciendas de éste, siendo ellas por 
parte de Flores lo que realmente introdujo ese socio á la 
sociedad; y así» faltando frutos para pagar responaabiUda- 
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des, que supongo pertenecen á la sociedad misma, el gol- 
pe, á fin de matar el cargo, debía dirigirlo en tal caso la 
sentencia contra el capital de Martínez y Haciendas de Flo- 
res, y no contra lo primero dejando ileso lo segundo. 

Las legales consideraciones que dejo expuestas, fundan 
con evidencia la violación de Uls leyes de Partida, en que 
la sentencia de 2^ Instancia, pretende apoyar sus resolu- 
ciones. Esas leyes están violadas por su ilegal aplicación, 
siendo por eso mismo casable el fallo de que me ocupo. 
Con fundamento de los artículos mil quinientos noventa y 
tres, inciso primero y mil seiscientos trece, inciso primero 
y segundo del Código de Procedimientos vigente, interpon- 
go por tanto contra dicho fallo el recurso de casación, y 
pido á la Sala, que dándolo por bien interpuesto en tiempo 
y forma, se sirva designar el término legal para continuar- 
lo ante quien corresponda. En cuanto á las constancias ne- 
cesarias para el objeto, suplico á la Sala con fundamento 
del artículo mil seiscientos veinte y nueve del Código ci- 
tado, se sirva remitir originales los cuadernos de autos en 
que constan la demanda y la contestación, la escritura de 
sociedad, el auto de la Suprema Corte de Justicia, las ór- 
denes sobre confiscación y levantamiento de ésta, las órde- 
nes sobre exacciones, y el certificado de haber ocupado 
Flores las haciendas por virtud del auto de la Corte. 

Protesto lo necesario. 

Durango, Febrero 13 de 1891. — José María Martínez, 
Rúbriea.» 

Resultando: que admitido el expresado recurso de casa- 
ción pasaron estos autos á conocimiento de la presente Sala, 
siguieron los autos por sus trámites legales, se verificó la 
vista, á cuya diligencia ninguna de las partes concurrie- 
ron, habiendo presentado el Sr. José María Martínez con 
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fecha veintiocho (28) de Septiembre de mil ochocientos no- 
venta y ocho (1898), un escrito en el que amplía el anterior 
y presenta nuevos razonamientos que á su juicio fundan 
el recurso de casación. 

Resultando: que durante la secuela de los autos, algunos 
señores Ministros del Supremo Tribunal de Justicia del Es- 
tado, se excusaron por diversos motivos del conocimiento 
de este negocio, habiendo quedado integrada la Sala para 
el 1^ de Junio de mil novecientos uno (1901), por el Sr. Lie. 
Domingo del Palacio, como Presidente y como Ministros, 
los Sres. Lies. Francisco Saldaña, Rafael Reyes Valdós^ Car- 
los Hernández ó Ignacio Briones, en cuya referida fecha se 
citó para sentencia; en este estado el negocio, el Lie. Sal- 
vador Fernández, apoderado de la testamentaría del Sr, 
Juan N. Flores al notificarse el decreto de citación para sen- 
tencia y después en escrito por separado, recusó colecti- 
vamente á la Sala, solicitud que fué rechazada de plano. 

Resultando: que en este estado el negocio se apersonó 
como apoderado de la parte actora el Lie. Esteban Fernán- 
dez y por su escrito de fecha (15) quince de Junio del año 
de mil novecientos uno (1901), recusó con causa al G. Pre- 
sidente de la Sala, siendo la causa el haber externado su 
opinión antes del fallo con conocimiento de losantes: la Sa- 
la, al calificar la recusación del C. Presidente, declaró que 
no era de admitirse en virtud de haberse ya citado para sen- 
tencia estos autos; contra esta resolución se interpuso el re- 
curso de reposición, el cual, previa la tramitación respec- 
tiva se resolvió con fecha siete (7) de Septiembre de (1901) 
mil novecientos uno, declarándose que no era de reponer- 
se el auto que desechó la recusación del C. Presidente de la 
Sala. 

Resultando: que el apoderado de la testamentaría del Sr. 



Digitized by VjOOQIC 



87 

Juan N, Flores ocurrió á la Justicia Federal, en demanda 
de amparo^ por creer violadas, en su cliente, las garantías 
individuales que otorga la Constitución, con la citada re- 
solución de fecha siete (7) de Septiembre; este amparo si- 
guió sus trámites legales y en virtud de no haberse comu- 
nicado á la sala de Casación la suspensión del acto recla- 
mado, volvió á citar para sentencia la que se pronunció con 
fechanueve (9)de Noviembre de mU novecientos uno (1901) 
fallo que corre de fojas 382 á 402 frente de los autos, el 
cual declara legalmente interpuesto el recurso de casación, 
casa la sentencia recurrida, y resolviendo sobre el fondo 
del negocio condena á la sucesión de Flores á continuar la 
sociedad materia de este litigio, y al pago del valor de la 
reconvención más los intereses sobre esta cantidad al (seis) 
6 p% anual. 

Resultando: que en Enero de (1902) mil novecientos dos 
se comunicó á la Sala de casación la ejecutoria de la Su- 
prema Corte de Justicia de la Nación, dictada con motivo 
del juicio de amparo que promovió el Sr. Lie. Fernández, 
contra la resolución de la Sala fecha siete (7) de Septiem- 
bre de mil novecientos uno (1901), ejecutoria que se mandó 
cumplimentar por auto de veinticinco (25) de Junio de mil 
novecientos dos (1902), ordenando, como lo disponía la Su- 
prema Corte, en su ejecutoria de (16) diez y seis de Mayo 
de mil novecientos dos (1902), que las cosas volvieran al 
estado que tenían antes de dictarse la resolución que mo- 
tivó el amparo, cesando de tramitarse la recusación del ex- 
presidente de la Sala, Lie. Domingo del Palacio; con mo- 
tivo de esta resolución los señores Ministros que formaban 
la Sala se excusaron de seguir conociendo de estos autos, 
habiendo quedado integrada definitivamente por los Minis- 
tros que suscriben; se volvió á citar para la vista de estos 
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autos diligencia que se practicó el día veinte (20) de Septiem* 
bre del corriente año, con asistencia del apoderado de la 
testamentaría del Sr. Flores, quien leyó el informe que se 
agregó á los autos: la parte del Sr. Martínez presentó por es- 
crito el informe respectivo, que también se mandó agregar. 

Resultando: habiéndose citado para sentencia en estos au- 
tos, de cuya resolución han quedado las partes notificadas 
legalraente, es tiempo de que esta Sala pronuncie su fallo. 

Considerando: que habiéndose interpuesto el recurso de 
casación en el año de (1891) mil ochocientos noventa y 
uno, deben tenerse presentes las disposiciones que sobre el 
particular establece el Código de Procedimientos Civiles 
de mil ochocientos setenta y tres (1873), vigente en aque- 
lla época, á fin de resolver, en vista de esas mismas dispo- 
siciones, si prospera ó no el que interpuso la parte de los 
Sres. Martínez. 

Considerando: que el artículo (1640) mil seiscientos cua- 
renta del citado Código, exige que, sea cual fuere el mo- 
tivo de la casación, el Tribunal debe decidir si ol recurso 
se ha interpuesto legalmente. Se hace, pues, necesario exa- 
minar la solicitud del promovente, á fin de resolver si llena 
los requisitos y formalidades que reclama el ordenamiento 
citado en sus artículos (1622) mil seiscientos veintidós, 
(1624) mil seiscientos veinticuatro y mil seiscientos veinti- 
séis (1626); esto es: si el recurso se ha interpuesto dentro 
del término de ocho días contados desde que se notificó la 
sentencia de la 2^ Sala que lo motivara; si en el escrito res- 
pectivo se citaron las leyes que los Sres. Martínez conside- 
ran violadas^ y por último, si en ese mismo escrito se alegan 
las camas que enumera el artículo (1613) mil seiscientos 
trece del propio Código. 

Considerando: que si bien es cierto que la demanda de 
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casación está fechada el trece (13) de Febrero de mil ocho^ 
cientos noventa y uno (1891), ó sea varios meses antes de 
que se notificara la ejecutoría de la 2^ Sala, esto i&duda- 
blemente obedece á un simple error de pluma; tanto por- 
que resulta inverosímil el que se interponga un recurso 
cuando aun no se pronuncia la resolución que lo motiva, 
cuanto porque, dada la fecha del decreto que pronunció la 
misma 2^ Sala á raíz de recibida la solicitud, y la cancela- 
ción de las estampillas adheridas á las fojas de que se com* 
pone, se viene en conocimiento de que, por un mero error 
como ya se dijo, se puso el mes de Febrero en lug^tr del 
de Septiembre que es el que le corresponde, debiendo por 
lo tanto resolverse que el mencionado recurso de casación 
fué interpuesto dentro del tóiroino legal. 

Considerando: que la parte de los Sres. Maitínez, en m 
escrito respectivo, presentado para interponer el recurso 
de que se trata, no cita^ al decir de la contraria, la ley in- 
fringida. En el informe á la vista que el apoderado de los 
Flores rindió ante esta Sala el (20) veinte de Septiembre 
último, afirma que se ha contravenido el artículo mil seis- 
cientos veioticuatro (1624) del Código de Procedimientos 
Civiles, toda vez que, en la demanda de casación sólo se 
alude á las leyes de Partida que se mencionan en la sen- 
tencia recurrida. Al ocuparse de esos preceptos legales en 
los términos que emplea el recurrente, ¿cumple con lo que 
manda el antedicho artículo, es decir, rita con precisión la 
ley infringida? Esta cuestión reviste una importancia deci- 
siva, supuesto que de su resolución depende el que se de- 
clare si el recurso ha sido ó no legalmente interpuesto. A 
fin, pues, de fijar con exactitud el alcance de ese artículo 
de nuesti*o Código, se impone la necesidad de consultar la 
opinión áe los comentaristas á las leyes que son la ftieote 
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de nuestro enjuiciamiento civiL Los Sres. Manresa y Reus 
én el tomo IV de su obra, pág. 251, ocupándose del artícu- 
lo (1024) mil veinticuatro del Código Español que habla de 
algunas de las formalidades que deben llenarse al introdu- 
cirse el recurso de casación, se expresan en estos términos: 
«Mccitsado parecerá advertir que el escrito en que se inter- 
ponga el recurso^ debe estar autorizado con la firma de un 
letrado hábil» (art 19). «Debe cuidarse mucho de citar en 
él clara y terminante, con expresión de su número, título y 
Código, la ley ó doctrina inflingida en la sentencia, cuando 
el recurso sea en el fondo, y la omisión ó falta cometida en el 
procedimiento cuando se funde en alguna de las causas del 
artículo (1013) mil trece, como previene el mil veinticuatro; 
pues no haciéndolo así, la Sala de la audiencia que dictó la 
sentencia y ante la cual ha de interponerse el recurso, debe 
de negar su admisión como veremos en el comentario siguien- 
te.^ D. Emilio Reus, al ocuparse de ésta misma materia, 
dice: «Para que la Sala de casacián pueda con abierto de- 
clarar si una disposición legal ha sido ó no infringida, es 
preciso que esa disposición se cite concretamente. Citar en 
general una ley como infringida, hacerlo de una manera va- 
ga, supone poca fijeza en el derecho de la parte recurrente y 
un improbo trabajo por parte de la Sala de Casación.^ Es- 
tas autorizadas opiniones demuestran de una manera bien 
clara, que el verbo citar, empleado por el legislador en el 
artículo que nos ocupa, trae consigo la idea de referencia 
á algo que debe ser preciso, concreto y perfectamente de- 
terminado, á fin de que se conozca luego y sin que sea ne- 
cesario recurrir á constancia alguna para saber lo que se 
cita. Al interponerse, pues, el recurso, de casación, no bas- 
ta que el recurrente diga que estima infringidas las leyes 
que se mencionan en tal ó cual pieza de autos, sino que^ 
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dado lo categórico y terminante del artículo mil seiscien- 
tos veinticuatro (1624), debe citarlas en el mismo escrito, 
y citarlas con precisión á fin de que se puedan conocer lue- 
go y sin que se haga indispensable consultar algún docu- 
mento para saber á qué ley se refiere. ¿Llena este requi- 
sito la solicitud de los Sres. Martínez? No. En ese escrito 
se toca por mero accidente la formalidad de que nos veni- 
mos ocupando. De una manera bien vaga habla de las le- 
yes que estima infringidas, pues sobre este particular sólo 
dice: «que las legales consideraciones que hace en su re- 
petido escrito, fundan con evidencia la violación de las le- 
yes de Partida en que la sentencia de la 2^ Sala pretende 
apoyar sus resoluciones.» Para saber á qué leyes se refie- 
re, hay que consultar el fallo á que alude; y desde el mo- 
mento en que no se usa de la precisión que exige el ya ci- 
tado artículo (1624) mil seiscientos veinticuatro, no puede 
decirse, en buen derecho, que se haya cumplido con este 
precepto legal. El mismo promo vente, comprendiendo qui- 
zá que había incurrido en la omisión que se anota, preten^ 
de subsanarla varios años después, por medio del escrito 
de veintiocho (28) de Septiembre de mil ochocientos no- 
venta y ocho (1898), en el que indica con claridad las leyes 
de paitida que á su juicio viola la sentencia que ha moti- 
vado el recurso en que nos venimos ocupando; mas como 
tal requisito se llena muy fuera del término de ocho (8) 
días que para el efecto designa la ley, la deficiencia que se 
nota en la demanda, no pudo subsanarse con la ampliación 
que de ella se hizo posteriormente, debiendo por lo mismo 
declararse que en la solicitud de trece (13) de Septiembre 
de mil ochocientos noventa y uno (1891), no citaron los 
Martínez la ley infringida. 

Considerando: que aún en el supuesto de que hubiese 
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cumplido con la formalidad de que trata el párrafo que an- 
tecede, la demanda de los Sres. Martínez no puede consi- 
derarse legalmente interpuesta, porque en ella se omite dar 
cumplimiento á lo que prescribe el artículo (1626) mil seis- 
cientos veinticinco relacionado con el (161 3) mil seiscientos 
trece del Código de (73) setenta y tres. En efecto, los tra- 
tadistas que se ocupan de ese importante recurso, están uná- 
nimes en reconocer que la Sala de casación no es un Tri- 
bunal de instancia que tenga por objeto revisar todas y 
cada una de las cuestiones que se han debatido durante el 
proceso. Creado por razones de orden ó interés público, 
este recurso extraordinario tiene su esfera de acción limi- 
tada á casos bien determinados: cuando se ha cometido 
una palmaria violación de la ley al pronunciarse un fallo 
que causa ejecutoria, y que por esta misma circunstancia 
encierra la presunción de haberse dictado sujetándose á to- 
das las prescripciones y ritualidades jurídicas. Si el agra- 
viado se queja de que en la ejecutoria se han violado una 
ó más leyes, la sala no tiene que investigar, motu propio, 
cuáles sean las leyes infringidas ni los hechos que motivan 
la violación. Los artículos acabados de citar, prescriben que 
el recurrente alegue, al introducir el recurso, el hecho ó 
hechos en que se funde para afirmar que la decisión que 
impugna es contraria á la letra de la ley ó á su interpreta- 
ción natural y genuina, tomada de sus antecedentes y con- 
siguientes y de las leyes concordantes. De no haceiio así, 
la demanda de casación no debe considerarse como legal- 
mente interpuesta, según se desprende del contexto de di- 
chos artículos y de la naturaleza misma del recurso. Sobre 
este particular, la 1^ Sala del Tribunal Supremo de Justi- 
cia del Distrito Federal, como Tribunal de casación, ha 
«Mtado yn jurisprudencia, desechando en todas y cada una 
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de sus ejecutorias las demandas en que no se cumple con 
esta formalidad, á la que los tratadistas que se ocupan de 
este recurso^ dan tal importancia, y lo juzgan tan necesa- 
rio para que pueda prosperar, que el Sr. Crepon, hablando 
de ese requisito, dice: «Z/z indicación de los medios en que se 
funda la demanda de capación, es manifiestamente una par- 
te esencial de la demanda; no basta á los Jv£ces de la Corte 
Suprema saber que se ha atacado tal sentencia ó tal autor- 
es necesario que sepan por qué se la ataxia. Im falta de in- 
dicaron de los medios de casación, hace inadmisible el re- 
curso por lo misino que deja d los jueces en la ignorancia de 
lo que se reprocha á la sentencia atacada.» Tomo 1^, página 
284, núm. 91. Si á la luz de estos principios y conforme á 
los artículos citados, examinamos la demanda de los Sres. 
Martínez, hay que resolver, como ya se dijo, que no es de 
admitirse, porque en ella no se precisan los hechos de que 
pueda deducirse que la resolución de la Sala sentenciado- 
ra sea contraria á la letra de la ley, ó á su interpretación 
natural y genuina. No dice cuál de las proposiciones de la 
parte resolutiva del fallo, es la que ataca las leyes que es- 
tima infringidas, pues todas las alegaciones más ó menos 
vagas que hace en su querella, se ocupan de impugnar los 
razonamientos que se manejan en los considerandos de la 
sentencia recurrida, lo que no es arreglado á derecho, se- 
gún el parecer de D. Emilio Reus en el Tomo IV de su 
obra, página 37, que dice: «0>mo el recurso de casación en 
el fondo y sólo pi^ocede contra la parte dispositiva de la senr 
tencia. . ... y no contra los fundamentos de hecho y de de- 
recho que puedan consignarse con más ó menos fundamjento 
y acierto^ aun cuando en los considerandos <fse aprecie ó 
explique erróneamente una ley ó doctrina legal, si el fallo es 
justo ó no se ha infringido con él ni una ni la otra, nú poérá 
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darse lugar al recurso.» En la susodicha demanda se habla 
en general de las disposiciones sobre rescisión; agrégase 
qu£ la sentencia es injusta^ atentatoria^ ilegal; que va con- 
tra la ley del contrato; mas no expresa ni dice el promo- 
vente cuál íe esas leyes sobre rescisión sea la infringida; 
no expresa ni dice cuál sea la ley del contrato que se ha 
violado ó infringido; y aún cuando concluye afirmando que 
se violaron las leyes de Partida en que la sentencia de 2^ 
Instancia pretende fundar sus resoluciones, no cita ningvr 
na de esas leyes como ya se dijo en el anterior consideran- 
do ni eocpresa en qué consiste la ínfrojcción ó violaxñón. 

Considerando: que demostrado como queda ya que en 
la demanda de casación no se citó la ley infringida por la 
2^ Sala en su fallo de (20) veinte de Agosto de mil ochocien- 
tos noventa y uno (1891), ni se fijaron con exactitud los he- 
chos que constituyen la violación reclamada, el recurso no 
ha sido legalmente interpuesto, y por lo tanto, resulta ocio- 
so entrar al fondo de la cuestión á efecto de saber si es 6 
no de casarse la sentencia aludida. 

Por las razones que anteceden y preceptos legales que 
se citan; con fundamento, además, de lo que disponen los 
artículos (1640) mil seiscientos cuarenta y (1641) mil seis- 
cientos cuarenta y uno del Código de Procedimientos de 
(1873) mil ochocientos setenta y tres, los CC. Magistrados 
que forman esta Sala dijeron: que debían de fallar y fallan: 

Primero: El recurso de casación no ha sido legalmente 
interpuesto. 

Segundo: Se condena á la parte de los Sres, Martínez, 
al pago de las costas, daños y perjuicios de ley. 

Tercero: Notifíquese y publíquese este fallo en el Perió- 
dico Oficial y remítanse los autos á la 2? Sala para los efec* 
tos consiguientes. 
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Así por unanimidad de votos lo proveyeron y firmaron 
los expresados CC. Ministros, ante mí. — Doy fe. — Severino 
González. — Tomás Borrego. — Rodrigo Gómez. — Ignacio 
Chávez. — Silvestre Pinera. — Francisco J. Enriquez^ Secre- 
tario. — Rúbricas. 
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